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- Por moción del propio señor Senador, se re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de lo ex- 
presado en Sala a los Ministerios de Transpor- 
te y Obras Públicas, del Interior y a la Inten- 
dencia Municipal y Junta Departamental de 
Colonia. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 6 de setiembre de 1996. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión or- 
dinaria el próximo martes 10, a la hora 16, a fin de informar- 
se de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se establece que los funciona- 
rios que ocupan cargos de gobierno de carácter polí- 
tico, de particular confianza y de especial jerarquía 
deberán presentar una declaración jurada de patrimo- 
nio, de ingresos y de bienes de uso en forma habitual 
o a cualquier título, 


(Carp. N' 256/95 - Rep. N* 245/96. Anexos 1, II, III y IV) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


2%) Por el que se regula el funcionamiento de las guarde- 
rías infantiles, 


(Carp. N?” 298/95 - Rep. N* 270/96. Anexos I y II) 
3%) Por el que se concede pensión graciable a las señoras 
Olga Banegas, María Luisa Balbi, Nelly Gubitosi, 


Nilda Gubitosi y al señor Wilfredo Toamarán. 


(Carp. N* 439/96 - Rep. N” 275/96) 


10) Deficiencias en el suministro de luz eléctrica y 
agua potable en yarios barrios de la ciudad de 
A 72 


Manifestaciones del señor Senador Heber. 


Por moción del propio señor Senador, se re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de lo ex- 
presado en Sala a los Directorios de UTE y 
OSE y a la Intendencia Municipal de Rivera. 


CE 


11) Tratado de Extradición entre la República 
Oriental del Uruguay y el Reino de España. 
Proyecto de ley acicoriconsonicicniasdi ricas KE 


Por moción del señor Senador Ricaldoni, se 
resuelve alterar el orden del día y considerar 
este asunto de inmediato. 


En consideración. Aprobado. Se comunicará a 
la Cámara de Representantes. 


12) Se levanta la sesión ......oooncccconanannncnnannnnnarannanan onzas 9Y 


4%) 


5”) 


6) 


7) 
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9%) 


Por el que se designa con el nombre de Brigadier 
General (Av.) Tydeo Larre Borges al aeropuerto de 
la ciudad de Paysandú. 


(Carp. N* 501/96 - Rep. N* 271/96) 


Por el que se deroga el artículo 685 de la Ley N" 16.170 
y en su lugar se restablece la vigencia del artículo 
400 de la Ley N* 15,982. 


(Carp. N* 450/96 - Rep. N* 281/96) 


Por el que se aprueba el Tratado de Extradición entre 
la República Oriental del Uruguay y el Reino de 
España. 


(Carp. N* 478/96 - Rep. N” 272/06) 
Por el que se aprueba el Acuerdo de Promoción y 
Protección recíproca de las Inversiones suscrita entre 
nuestro país y la República Francesa. 

(Carp. N* 234/95 - Rep. N* 228/90) 
Por el que se aprueba la Convención Interamericana 
sobre Derecho Aplicable a los Contratos Internacio 
nales sobre Derecho Internacional Privado. 


(Carp. N” 231/95 - Rep. N” 227/96. Anexo 1) 


Por el que se aprueba la Convención Interamericana 
sobre Tráfico Internacional de Menores. 


(Carp. N? 231/95 - Rep. N?* 227/96. Anexo ID 
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10) Discusión particular del proyecto de resolución por 
el que se crea la Asociación de Amistad Parlamenta- 
ria entre la República Argentina y la República Orien- 
tal del Uruguay. 


(Carp. N* 515/96 - Rep. N” 282/96) 


Informe de la Comisión de Transporte y Obras Públi- 
cas relacionado con la situación del transporte carre- 
tera. 


o” 


(Carp. N” 413/96 - Rep. N” 257/96) 
12) Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando venia para 
exonerar de su cargo a un funcionario del Ministerio 
de Salud Pública. (Plazo constitucional vence 16 de 
setiembre de 1996). 


é 


(Carp. N” 460/96 - Rep. N” 274/96) 


Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionados con las solicitudes de venia del Poder 
Ejecutivo para: 
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pa 


exonerar de su cargo a un funcionario del Ministerio de 
Salud Pública. (Plazo constitucional vence 29 de se- 
tiembre de 1996). (Carp. N” 470/96 - Rep. N" 277/96). 


exonerar de su cargo a una funcionaria del Ministerio 
de Salud Pública. (Plazo constitucional vence 2 de oc- 
tubre de 1996). (Carp. N” 475/96 - Rep. N* 278/96). 


exonerar de su cargo a una funcionaria del Ministerio 
de Salud Pública. (Plazo constitucional vence 30 de 
octubre de 1996). (Carp. N” 494/96 - Rep. N” 280/96), 


exonerar de su cargo a un funcionario del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. (Plazo constitucional 
vence 17 de octubre de 1996). (Carp. N* 485/96 - 
Rep. N” 279/96). 


Jorge Moreira Parsons Mario Farachio 
Secretario Secretario” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Antognazza, Arismen- 
di, Astori, Bensión, Bertolini, Brezzo, Caviglia, Cid, 
Couriel, De Posadas, Fernández, Fernández Faingold, Gan- 
dini, Garat, Gargano, Heber, Hierro López, Hualde, Irur- 
tia, Korzeniak, Mallo, Michelini, Pereyra, Ricaldoni, 
Sanabria, Sarthou, Segovia y Storace. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Andújar, 
Batlle, Chiesa, Dalmás, Millor, Santoro y Virgil, 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 
SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 14 minutos.). 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 10 de setiembre de 1996. 


La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo reiterando los si- 
guientes proyectos de ley: 


Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación 
Científica entre el Gobierno de ta República y el Go- 
bierno del Reino de Suecia. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Canadá para la Co- 
operación en los usos pacíficos de la Energía Nuclear. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


El Poder Ejecutivo remite un mensaje solicitando 
venia para exonerar de su cargo a una funcionaria del 
Ministerio de Educación y Cultura. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


Por el que se designa con el nombre “Profesor Ro- 
salío Pereyra' al Liceo N” 2 del departamento de Ro- 
cha. 


Por el que se designa con el nombre de “Elvira 
Nélida Boibo Martínez'; el Liceo Nocturno de la ciu- 
dad de Mercedes. 


Por el que se designa con el nombre de “Enrique 
Oyharzabal Pardías' la Escuela Urbana de la villa José 
Enrique Rodó, departamento de Soriano. 


Por el que se designa con el nombre “Profesor Gre- 
gorio Cardozo Loyarte' al Liceo N” 3 de la ciudad de 
Mercedes. 


Por el que se designa con el nombre “Profesor Ho- 
racio Saravay Possi” al Liceo del pueblo Nuevo Ber- 
lín, departamento de Río Negro. 


Por el que se designa con el nombre “Benita Berro 
de Varela” la Escuela N” 230 de Montevideo. 
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-A la Comisión de Educación y Cultura.” “Montevideo, 9 de setiembre de 1996. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Posadas Montero.) Señor 
Presidente del Senado 
4) SOLICITUDES DE LICENCIAS Dr. Hugo Batalla 
. Presente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 


Dése cuenta de una solicitud de licencia. De mi consideración: 


Por la presente solicito la autorización correspon- 
diente para hacer uso de licencia, basada en motivos 
personales, comprendida entre el día 10 hasta el día 12 
de setiembre inclusive. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Pablo Millor solicita licencia des- 
de el día 10 de setiembre hasta el 12 de dicho mes.” 


Le A su vez, solicito la convocatoria del respectivo 
add suplente. 


(Se Jee:) Sin otro particular, saludo a Usted muy atentamen- 
te, 
“Montevideo, 4 de setiembre de 1996. 
Sergio Chiesa Duhalde. Senador.” 


Sr. Presidente 


de la Cámara de Senadores SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Dr. Hugo Batalla Se va a votar la licencia solicitada. 
Presente. 

(Se vota:) 


De mi mayor consideración: 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Por la presente solicito licencia, por la fecha com- 

prendida entre el martes 10 de setiembre al jueves 12 
de dicho mes, por motivos personales. 


Corresponde convocar al suplente respectivo, señor Re- 
presentante Hualde, quien ya ha prestado el juramento de 
estilo, por lo que, si se encuentra en Antesala, se le invita a 
Sin otro particular, saluda atentamente ingresar al Hemiciclo. 


Pablo Millor. Senador.” (Entra a Sala el señor Senador Hualde.) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - -Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 

Se va a votar la licencia solicitada. ed 
(Se da de la siguiente:) 

(Se vota:) e 7 . a ridd . 
La señora Senadora Arismendi solicita licencia des- 


-19 en 20. Afirmativa. de el 11 al 23 de setiembre.” 


Corresponde convocar al suplente respectivo, señor Nel- -Lébse. 
son Fernández, quien ya ha prestado el juramento de estilo, SEN 
por lo que, si se encuentra en Antesala, se le invita a ingresar (Se lee:) 
al Hemiciclo. ; 
“Montevideo, 5 de Setiembre de 1996. 


la el señor Senador Nel Fernández. 
(Entra a Sala el señor Senador Nelson Fernández.) A A 


Sr. Presidente 
Dr. Hugo Batalla 
Presente. 


-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 
“El señor Senador Sergio Chiesa solicita licencia De mi mayor consideración: 


entre los días 10 y 12 de setiembre.” . a : hrs 
z Con motivo de integrar la Delegación que asistirá a 


la 96" Conferencia Interparlamentaria, que se realizará 
en la ciudad de Beijing-China, solicito a Ud. licencia 
desde el 11 al 23 de Setiembre inclusive. 


-Léase. 


(Se lee:) 
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Saludo a Ud. muy atentamente. 
Marina Arismendi. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Se va a votar la licencia solicitada. / 


(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 

Corresponde convocar a partir del día de mañana al su- 
plente respectivo, señor Casartelli, quien ya ha prestado el 
juramento de estilo. 

-Dése cuenta de otra solicitud de licencia, 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Santoro solicita licencia desde 
el día 9 hasta el 13 del corriente.” 


-Léase. 
(Se dee:) 
“Montevideo, setiembre 9 de 1996. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Solicito licencia, por motivos personales, desde el 
día 09 hasta el 13 de los corrientes inclusive. 


Sin otro particular, le saluda atentamente. 
Walter R. Santoro. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Se va a votar la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) PROYECTO PRESENTADO 


a 


“El señor Senador Pereyra presenta, con exposi- 
ción de motivos, un proyecto de ley por el que se 
designa con el nombre de “General Aparicio Saravia” 
a la Escuela N” 9 de Tupambaé.” 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
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“PROYECTO DE LEY 


“Artículo único. - Desígnase con el nombre de 
'General Aparicio Saravia” a la Escuela N* 9 de Tu- 
pambaé, de la 8a. y 9a. Secciones Judiciales del De- 
partamento de Cerro Largo. . 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Al cumplirse, en el día de la fecha, un nuevo ani- 
versario de la muerte heroica del General Aparicio 
Saravia, en el marco de los homenajes que con tal 
motivo se le tributan, hemos estimado oportuno adhe- 
rir con nuestro modesto grano de arena, presentando el 
proyecto motivo de esta exposición. 


Al hacerlo recogemos una iniciativa presentada en 
el seno de la Junta Departamental de Cerro Largo por 
el Edil Gustavo Viera que, en lo esencial transcribi- 
mos: 


“Dicha Escuela fundada en el año 1933, atiende 
actualmente a unos 236 alumnos de esa localidad y 
adyacencias, es decir la Octava y la Novena Sección 
Judicial de Cerro Largo, donde el General Aparicio 
Saravia y otros tantos Orientales de la Zona desarro- 
llaron su acción integrados al Ejército Nacionalista. 


Hoy los enfrentamiento entre Orientales se desa- 
rrollan en un marco de Democracia desde las Urnas, 
por la que tanto luchó el Gral. Aparicio Saravia. 


Es por ello que creemos que nuestra propuesta de 
designar con su nombre la Escuela N” 9 de Tupambaé 
supone un merecido Homenaje desde el Interior por el 
que también luchó tanto el Gral. Aparicio Saravia. 


Debemos agregar, asimismo, que nada más justo 
que designar a dicha escuela con su nombre, ya que 
Aparicio Saravia, en reiteradas conversaciones con su 
amigo el historiador colorado Virgino Díaz insistió 
con lo que era, en esencia, un verdadero programa de 
gobierno: “Hay que construir más escuelas...” *...Hay 
que fundar escuelas agrícolas, que combatiría de un 
modo eficaz la vagancia y fomentaría la riqueza y la 
prospéridad nacional...” 


En una palabra, su preocupación mayor era llevar 
al interior del país las arterias de la educación y el 
progreso. 


De ese modo plasmaba también su frase definito- 
ría, estampada en la carta que le escribiera a su herma- 
no Basilisio en pleno fragor de la contienda armada de 
1897: “La patria es la dignidad arriba y el regocijo 
abajo”, en cuanto la dignidad de los hombres se alcan- 
za cuando se practica la educación y la moral pública. 


Por estas consideraciones expuestas, en una fecha 
tan llena de honda emotividad, aspiramos a que el 
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Senado de la República dé una rápida aprobación al 
proyecto presentado. 


, 


Carlos Julio Pereyra. Senador. 
6) SOLICITUD DE CARPETAS 


-"La Comisión de Constitución y Legislación que se 
encuentra abocada a la consideración del Juicio Político 
al señor Diputado Leonardo Nicolini solicita se extraigan 
del archivo las Carpetas Nos. 880/92 y 395/91.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Se va a votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
7 INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Dése cuenta de dos notas de desistimiento. 


(Se da de las siguientes:) 


“Las presentan los señores Representantes Jorge Ma- 
chiñena y Gonzalo Piana Effinger, comunicando que 
por esta vez no aceptan la convocatoria de que han 
sido objeto.” 


-Léanse. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 9 de setiembre de 1996. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Dr. Hugo Batalla 


De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a Ud. que por esta vez y 
por motivos particulares no haré efectiva la suplencia 
del Senador Dr. Walter Santoro del día 09 al 13 inclu- 
sive de los corrientes. 

Jorge Machiñena. Presidente.” 


“Montevideo, 9 de setiembre de 1996, 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla. 


De mi mayor consideración: 
Habiendo sido convocado para ocupar un escaño 


de ese alto cuerpo, comunico a Ud. la renuncia por 
esta única vez a dicha convocatoria. 
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Sin otro particular lo saluda muy atte.: 
Gonzalo Piana Effinger. Representante Nacional,” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Corresponde convocar al suplente del señor Senador Santoro, 
señor Fernando De Posadas, a quien se le invita a pasar a 
Sala a los efectos de prestar el juramento de estilo. 


(Entra a Sala el señor Fernando De Posadas). 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Se invita a los señores Senadores y a la Barra a ponerse de 


pie. 


Señor De Posadas: ¿Jura usted desempeñar debidamente 
el cargo de senador y obrar en todo conforme a la Constitu- 
ción de la República? 


SEÑOR DE POSADAS. - Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
¿Jura usted guardar secreto en todos los casos en que sea 
ordenado por la Cámara:o por la Asamblea General? 


SEÑOR DE POSADAS. - Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Queda investido del cargo de Senador. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra.) 
(Ocupa la Presidencia el doctor Hugo Batalla.) 
8) INCENTIVACION DEL TURISMO NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora pre- 
via, en la que están anotados para hacer uso de la palabra los 
señores Senadores Fernández y Garat. 


Tiene la palabra el señor Senador Fernández. 


SEÑOR FERNANDEZ. - En el día de hoy me voy a 
referir al tema del turismo en el país, el cual sigue creciendo 
a pasos agigantados con el esfuerzo generoso de operadores, 
en una tarea sincronizada con el Ministerio de Turismo. En el 
correr de este ejercicio, contamos con un Ministro que por 
primera vez ha entendido que es necesario abrir el abanico 
porque el país somos todos nosotros. 


En el mes de agosto se realizó una convención en el Hotel 
Argentino de Piriápolis, donde participaron más de dos mil 
operadores de turismo pertenecientes a los más recónditos 
lugares del Uruguay, con el fin de buscar con avidez y pre- 
ocupación el crecer y aprender a comunicarse. Entre otras 
cosas constatamos que se está accediendo a la tecnología y 
brindando capacitación a partir de las Intendencias. 


También queremos destacar con mucho énfasis el estuer- 
zo generoso de la gente de Colonia, que se está preparando al 
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más alto nivel para atender a ese turismo. Quiera Dios que 
eso cunda en todo el país, de manera de que pueda llegar el 
momento en que todos estemos preparados para atender al 
turismo internacional. 


Otro de los temas que fue planteado -el cual es de interés 
del Senado y en especial del señor Presidente- refiere al pro- 
yecto de ley aprobado en la Cámara de Representantes sobre 
el corrimiento de los feriados. Por lo tanto, le solicito al 
señor Presidente que, de ser posible, incluya este tema en el 
orden del día, a fin de lograr su aprobación, porque creemos 
que servirá para estimular el turismo interno, que tanto bien 
nos hace. 


Por otra parte, es digno destacar las cifras que esta actividad 
le brinda al país. Se habló que ingresaron al Uruguay 2.130.000 
personas, lo que significó un aporte de U$S 618:000.000. Lo 
importante es destacar que el 50% de esta cifra se alcanzó en 
los primeros tres meses, mientras el resto fue en los siguien- 
tes nueve meses. Esto significa que el turismo ecológico está 
funcionando a través de la presencia de tambos y estancias. 
Lo mismo sucede con el turismo religioso en los departamen- 
tos de Florida, Lavalleja, etcétera. Al mismo tiempo, conta- 
mas con el turismo termal, con el “boom” de las Termas del 
Daymán, la que hasta hace cinco años, según datos estadísti- 
cos contaba con 120 camas y algunas piezas para dormir y 
hoy tiene una gran infraestructura, con alrededor de 1.800 
camas, debido a una importante gestión de la Intendencia 
Municipal de Salto y el esfuerzo mancomunado de todos los 
operadores, casi todos uruguayos. 


Es preciso destacar que nos estamos concientizando -y 
quiera Dios que lo hagamos de una vez por todas- de lo 
interesante que es el turismo para nuestro país como fuente 
de ingresos y de ocupación, especialmente para estos jóvenes 
que se están preparando en la Escuela de Hotelería, en em- 
presas privadas y, fundamentalmente, en la Universidad del 
Trabajo. Por lo tanto, aspiramos a que esta actividad continúe 
creciendo para que aquellos jóvenes que actualmente están 
desorientados buscando trabajo, una vez preparado, puedan 
encontrarlo a través de la atención del turismo internacional. 


Señor Presidente: estamos muy motivados por este tipo de 
reuniones, pues sentimos que por primera vez se está aten- 
diendo al turismo. Muchas veces llegan a esta Cámara pro- 
yectos o inquietudes que quedan en el recuerdo, pero deseamos 
que en este caso no ocurra lo mismo y se discuta porque, en 
definitiva, estamos apostando a los sagrados intereses del 
país. A través de esta industria que se decía sin chimeneas 
estamos generando un ingreso de dinero que hace que las 
chimeneas vuelvan a funcionar, para felicidad de nuestros 
ciudadanos desocupados. Entonces, con esta preocupación y 
con ese interés en el turismo Nacional, vemos con alegría 
cómo a través de la Federación nacional de Turismo, de ope- 
radores nucleados, de las Intendencias Municipales y del Mi- 
nisterio de Turismo, esta actividad va creciendo. Llegará el 
gran día en que todos juntos hablaremos el mismo lenguaje y 
explotaremos la gran fuente de divisas que el turismo signifi- 
ca para el país, de manera que esos U$S 618:000.000 -cifra 
nada despreciable- serán duplicados o triplicados a corto pla- 
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zo. Esto sucederá en la medida en que todos nos concientice- 
mos de que el turismo es una gran fuente de ingresos para 
nuestro país. 


Repito que todos juntos, sin doblegarnos en el quehacer, 
aspiraremos a tener un Uruguay cada vez mejor, de manera 
de que renazca esa calidez natural de todo uruguayo que 
hasta ayer habíamos perdido debido a nuestras preocupacio- 
nes, es decir, reflotar esa calidez propia del oriental, sobre 
todo alentando a esos jóvenes que hoy terminan sus estudios 
y no tienen qué hacer. A través de da preparación, de la 
tecnología, de las escuelas y de la Universidad del Trabajo, 
en cada rincón del país va a haber un espacio porque, para 
sorpresa nuestra, no existe un departamento que no tenga un 
motivo de interés turístico. Entonces, es tarea de los urugua- 
yos todos, sin distingo, como dicen los españoles, desde el 
lustrabotas al doctor, una vez concientizados, promocionar 
nuestro país y ofrecer nuestra tacita de plata, que es Montevi- 
deo y que cuenta con todo lo que puede pedir un turista 
exigente, como ser una buena gastronomía, hotelería, paseos, 
museos, cines, teatros y sus encantos naturales. También con- 
tamos con las Sierras de Minas. No es necesario trabajar 
directamente con el turismo, sino que aquellos que se en- 
cuentren en los supermercados, en la calle o en una tienda 
destaquen los encantos de nuestro país. 


No debemos olvidarnos de la oceánica playa de Rocha con 
su Cabo Polonio y su Punta del Diablo y el puerto de pescado- 
res, ni tampoco de Piriápolis, Punta del Este y de los 36 balnea- 
rios de Canelones, cada uno con su encanto natural. También 
contamos con las Termas del Daymán, del Arapey y Guaviyú. 


Los uruguayos aspiramos a que un día todos hablemos el 
mismo lenguaje y comprendamos que, si otros países en peo- 
res condiciones que nosotros reflotaron a través de la presen- 
cia del turismo, en nuestro caso, juntos podemos lograrlo. Si 
nos unimos, nos integramos y ponemos de manifiesto esa 
cuota de humildad y de trabajo en forma positiva, lo pode- 
mos hacer. 


Señor Presidente: deseo que la versión taquigráfica de 
estas modestas palabras sea enviada a los Ministerios de Edu- 
cación y Cultura y de Turismo, y en especial al señor Presi- 
dente del Senado para que le dé trámite al proyecto de ley 
aprobado en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el trámite solicitado por el señor Senador Fer- 
nández. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
9) MUELLE DE NUEVA PALMIRA Y CUARTELILLO 
DE BOMBEROS PARA OMBUES DE LAVALLE Y 
NUEVA PALMIRA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Garat. 
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SEÑOR GARAT. - Nosotros los uruguayos, y en especial, 
los colonienses, tenemos esperanzas realmente fundadas de 
que la ciudad de Nueva Palmira tenga capacidad de desarro- 
llo y evolución. Es bien sabido que esta ciudad ofrece un 
puerto de aguas dulces, tranquilas y profundas, que se puede 
convertir en uno de ultramar y final de la Hidrovía cuando se 
drague definitivamente el canal Martín García. Además, va a 
ser un puerto de entrada y salida para el comercio con el 
MERCOSUR y el resto del mundo. Asimismo, Nueva Palmi- 
ra ofrece una serie de encantos y bellezas en sus costas que 
permanentemente son visitadas -me refiero especialmente a 
su puerto de yates- por cientos de embarcaciones deportivas 
provenientes fundamentalmente de la República Argentina. 
Esas costas también tienen recuerdos que son realmente muy 
motivantes para sus habitantes. En ese sentido, quiero hacer 
referencia al viejo muelle de Nueva Palmira, ubicado en la 
Rambla Costanera, que está en un estado de destrucción real- 
mente alarmante, Este, que fue un hermoso muelle de madera 
y puerto de atraque y de tráfico de pasajeros, era un motivo 
de paseo que embellecía la ciudad de Nueva Palmira. Hoy en 
día, ese símbolo está destruido y nadie intenta reconstruirlo. 
Evidentemente, eso no es lo que sucede en otros países del 
mundo en los que existe un espíritu de conservación del arte 
antiguo y de la tradición. Lamentablemente, en el Uruguay 
no nos interesamos por esos temas y por eso dejamos perder 
el muelle de Nueva Paímira. Esto ha provocado que distintos 
Ediles se preocuparan por él en el seno de la Junta Departa- 
mental de Colonia y se hayan propuesto soluciones concretas 
que podrían rehabilitarlo. Por ejemplo, como el muelle debe 
seguir siendo de madera, se ha planteado en el ámbito de la 
Junta Departamental que existe un viejo puente -que conduce 
al camino de la “Vieja Picada”, como se conoce en ese lugar- 
que está en condiciones muy buenas y que no presta los 
servicios que en algún momento brindó. Dicho puente podría 
desarmarse y servir para reconstruir el viejo muelle de Nueva 
Palmira que. no sólo podría ser una joya artística para volver 
a lucir en esa ciudad, sino que también sería un complemento 
del puerto deportivo que no resulta suficiente para recibir el 
flujo turístico de las naves deportivas de la Argentina. Para 
realizar esa obra se precisaría hacer un convenio entre la 
Intendencia Municipal de Colonia y la Dirección Nacional de 
Hidrografía del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Por esa razón me hago eco de las palabras vertidas en la 
Junta Departamental de Colonia y desearía que ese convenio 
pudiera llevarse a cabo. Más aún, aspiro a que haya preocu- 
pación en ese sentido, a fin de reconstruir el muelle de Nueva 
Palmira. 


También en lo que tiene que ver con el departamento de 
Colonia, en el ámbito de su Junta Departamental se ha expre- 
sado la necesidad de que las ciudades de Nueva Palmira y de 
Ombúes de Lavalle cuenten con una dotación del Cuerpo de 
Bomberos. Fundamentalmente me refiero a Nueva Palmira, 
que ha tenido un desarrollo industrial importante en los últi- 
mos años y que tiene distintas inversiones que es necesario 
preservar del riesgo de un accidente Íígneo. Lo mismo ocurre 
con Ombúes de Lavalle. Por lo tanto, son muy acertados los 
planteos que se hicieron en la Junta Departamental en cuanto 
a la necesidad de un cuartelillo de bomberos en las ciudades 
mencionadas. 
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(Ocupa la Presidencia el señor Senador Pozzolo) 


-Por tal motivo, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada a los Ministerios de Transporte y Obras 
Públicas y del Interior y a la Intendencia Municipal y a la 
Junta Departamental de Colonia. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la solicitud formulada 
por el señor Senador Garat. 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) DEFICIENCIAS EN EL SUMINISTRO DE LUZ 
ELECTRICA Y AGUA POTABLE EN VARIOS BA- 
RRIOS DE LA CIUDAD DE RIVERA 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - En el día de hoy ocupamos el tiempo 
de la Cámara de Senadores para plantear un tema que, como 
diría Dardo Regules, es chico para el mundo pero grande 
para mí. Lamentablemente, voy a referirme a problemas de 
luz y agua. Aunque parezca mentira, en algunos barrios de la 
ciudad de Rivera existen esos problemas. Pido excusas al 
Senado de la República por ocupar su tiempo en temas que 
pueden parecer menores, pero que son grandes para la gente 
que los sufre a diario. Me refiero a los barrios Manduví, La 
Pedrera, Vicio y Pueblo Nuevo de la ciudad de Rivera. No es 
factible que allí, donde la empresa del Estado UTE que, de 
alguna manera, está obligada a prestar un servicio que re- 
quiere la población para mejorar su calidad de vida, encon- 
tremos que a diario se producen apagones, de forma tal que 
se les rompen muchos de los aparatos eléctricos que tienen 
en sus hogares. Aunque parezca mentira, señor Presidente, 
estas cosas simples de la vida no pueden ser resueltas por una 
empresa del Estado que, en definitiva, aumenta las tarifas de 
la forma en que lo está haciendo, máxime cuando la pobla- 
ción paga por este servicio un costo tan alto y cuando se 
señala que las empresas públicas van a realizar fuertes inver- 
siones construyendo, incluso, nuevos edificios a fin de mejo- 
rar sus oficinas. No deja de indignar que un tema tan simple 
y tan fácil como es el del suministro de energía se vea diaria- 
mente interrumpido porque no se invierte a nivel de los ba- 
rrios de lá ciudad de Rivera, tal como se nos ha planteado en 
nuestros despachos. 


Señor Presidente: esto se suma a una situación de falta de 
inversiones en materia de suministro de agua. Para el asom- 
bro de los señores Senadores, ahora tenemos que hablar en 
este ámbito del agua que los ciudadanos pagan, quienes, de 
alguna manera, están siendo injustamente gravados en fun- 
ción de que la cañería que OSE suministra a los barrios men- 
cionados tiene pérdidas que son cargadas a los usuarios. Esto 
no lo puedo comprender y me ha sido manifestado por los 
vecinos de esa ciudad. Realmente, se trata de un tema que 
nos preocupa, ya que se recarga lo que puede ser la ineficien- 
cia de una empresa del Estado en función-de los costos que 
pagan los vecinos. 
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En el barrio Manduví de la ciudad de Rivera, además de 
las dificultades existentes en lo que tiene que ver con la luz y 
el agua, tienen problemas de saneamiento. Se podrá decir que 
este es un tema de la Intendencia Municipal y que se trata de 
una inversión que la Comuna ha hecho en el período anterior 
y que no se instrumenta de forma tal que la gente y, sobre 
todo, los niños de esas barriadas, no tengan que transitar 
entre las aguas negras de esa zona. Ello podrá ser cierto, pero 
los Ediles de nuestra agrupación política se han cansado de 
insistir al señor Intendente Municipal para que haga funcio- 
nar una inversión de costos millonarios para el departamento. 
Se trata de una obra que ha tenido una avería o un defecto y 
no se ha arreglado, de tal forma que hoy no funciona esta 
inversión que ha sido muy importante en el lugar. 


Por estos motivos, señor Presidente, hoy levantamos nues- 
tra voz en el Senado, a fin de que estos temas simples y 
sencillos de una ciudad del interior tengan una solución. Creo 
que debe dar vergiienza a los miembros de los Directorios de 
estos organismos el hecho de que un Senador de la República 
ocupe el tiempo del Plenario para plantear temas tan simples 
y obvios como es el del suministro de energía y agua potable 
de algunas barriadas que, por ser populares, merecen, más 
que otras, que estos servicios sean eficientes y funcionen 
acorde a la realidad que estamos viviendo. 


Por lo expuesto, señor Presidente, solicito que la versión 
taguigráfica de mis palabras sea remitida a los Directorios de 
UTE y de OSE y a la Intendencia Municipal del departamen- 
to de Rivera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Se va a 
votar si se accede al trámite solicitado por el señor Senador 
Heber. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) TRATADO DE EXTRADICION ENTRE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO 
DE ESPAÑA. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - El Sena- 
do entra al orden del día con la consideración del primer 
punto. 


SEÑOR RICALDONTI. - Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Solicito que se altere el orden 
del día y se pase a considerar en primer lugar el asunto que 
figura en sexto término. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
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-17 en 24. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia fue votada y 
que figura en sexto término del orden del día: “Proyecto de 
Ley por el que se aprueba el Tratado de Extradición entre la 
República Oriental del Uruguay y el Reino de España. (Carp. 
N* 478/96 - Rep. N* 272/96.)” 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 478/96 
Rep. N* 272/96 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 11 de julio de 1996. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, inciso 20, 
de la Constitución de la República, a efectos de some- 
ter a su consideración, para la correspondiente aproba- 
ción legislativa, el Tratado de Extradición entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y el Reino de España, 
suscrito en Madrid, Reino de España, el 28 de febrero 
de 1996. 


ANTECEDENTES 


En virtud de que la mayor parte de los tratados 
bilaterales de extradición en vigor fueron concertados 
hace largo tiempo, en algunos casos en las postrime- 
rías del siglo pasado, el Ministerio de Relaciones Ex- 
terjores estimó conveniente la reformulación de algu- 
nos de ellos, a efectos de adecuar las soluciones inter- 
nacionales a los actuales requerimientos de la coope- 
ración penal interestatal en este sector. 


El tratado que rige con España data del 23 de no- 
viembre de 1885. Sin perjuicio de que constituyó el 
marco jurídico internacional regulador de relaciones 
que se han cumplido a satisfacción, su texto responde, 
como es natural, a técnicas legislativas superadas y, en 
lo sustancial, contempla modalidades delictivas en des- 
uso y correlativamente se abstiene, por razones histó- 
ricas, de prever ciertas conductas -como las constituti- 
vas del narcotráfico- cuyas manifestaciones, locales e 
internacionales, así como su tipificación penal, data 
apenas de algunas décadas. 


La negociación fue llevada a cabo en nuestra Can- 
cillería por representantes de uno y otro país. La dele- 
gación uruguaya estuvo integrada por especialistas del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, del Ministerio del 
Interior y del Ministerio de Educación y Cultura. 


74-C.S. 


La finalidad perseguida por los negociadores con- 
sistió en obtener un texto moderno en su concepción y 
claro en su formulación, comprensivo de las nuevas 
modalidades de la criminalidad nacional e internacio- 
nal y en instrumentar los mecanismos adecuados de 
cooperación tendientes a la entrega recíproca de las 


personas reclamadas, para hacer viable su procesamien- 


to o el cumplimiento de una condena ya dictada. 


Los trabajos se organizaron en torno a sendos pro- 
yectos de Uruguay y de España, los que coincidían en 
sus aspectos esenciales. Las diferencias de orden fun- 
damentalmente estructural y técnico fueron resueltas 
sin inconvenientes, habiéndose obtenido un acuerdo 
que ambas partes estimaron satisfactorio. 


El nuevo tratado representa un avance en relación 
al del siglo pasado, para cuya sustitución se concertó, 
en virtud de que el antiguo, entre otras características, 
sólo admite la extradición respecto de los delitos con- 
tenidos en una lista acordada y no de otros. Como es 
natural, las nóminas limitadas son rápidamente supera- 
das por la evolución, habida cuenta de que se tipifican 
nuevas figuras delictivas y de que algunas conductas 
penalizadas caen en desuso. 


El texto acordado se aparta de este mecanismo y se 
funda, siguiendo el modelo de los modernos instru- 
mentos jurídicos, en el criterio de la gravedad de la 
pena. Sólo procederá la extradición respecto de delitos 
de cierta gravedad: los punibles con una pena privati- 
va de libertad superior a los dos años. 


En consecuencia, conductas o modalidades impre- 
visibles en el momento de la negociación serán auto- 
máticamente incorporadas, siempre que sean tipifica- 
das como delito por las leyes de ambos países, bajo las 
condiciones precitadas. Ello determina que el tratado 
jamás “envejezca”. 


Sin perjuicio de la sustancia de lo acordado, se 
obtuvo una cuidadosa y racionalizada sistematización 
de las disposiciones, la que facilitará la interpretación 
y aplicación del texto por parte de los jueces. 


El derecho material de la extradición se organiza 
en torno a un tríptico esencial fundado, por un Jado, en 
las normas reguladoras de la procedencia de la extra- 
dición; por el otro, en las que prevén la improcedencia 
y, en un tercer capítulo, se contempla su denegación 
facultativa. 


Se establecen, asimismo, los límites a la extradi- 
ción, que se concretan en el tradicional principio de la 
especialidad y en las hipótesis de reextradición. 


En lo atinente al derecho procesal fueron previstas, 
de la forma, más minuciosa posible, las diversas eta- 
pas, comprensivas, tanto de la solicitud y documentos 
anexos y sus vías de transmisión, como de las medidas 
cautelares usuales, 


CAMARA DE SENADORES 


Il 
EL TEXTO APROBADO 


TI. A EL DERECHO MATERIAL DE LA EXTRA- 


.. DICION 


BR. A. 1. LOS PRINCIPIOS GENERALES. Esta- 
blece el artículo 1” la obligación de las Partes de con- 
cederse recíprocamente la extradición de las personas 
que se encuentren en su territorio “por algún delito o 
para la ejecución de una pena que consista en priva- 
ción de libertad”. 


La presencia física del inculpado es esencial para 
nuestro país en virtud de que, según surge del artículo 
21 de la Constitución, ella es necesaria no sólo para 
cumplir una condena -sin cuya presencia ello no sería 
materialmente posible- sino aun para procesar penal- 
mente. 


El artículo 2” señala los delitos que darán lugar a 
extradición: aquellos tipificados como tales por las le- 
yes de ambas Partes, cualquiera sea su denominación, 
siempre que sean punibles con una pena privativa de 
libertad cuya duración máxima no sea inferior a dos 
años (párrafo 1). 


Se establece, de este modo, que la extradición sólo 
procederá respecto de los delitos de cierta gravedad y 
que regirá, asimismo, el tradicional principio de la 
doble incriminación como requisito. Este implica que 
las conductas deberán estar contempladas en la legis- 
lación de ambos Estados y se atenderá a sus caracterís- 
ticas y naturaleza, sin perjuicio del 'nomen juris" espe- 
cífico con el que las figuras criminales hayan sido 
recogidas en el derecho de cada Parte. 


Como es razonable y de modo similar a la solución 
de los modernos textos, el párrafo 2 señala que si se 
solicitara la extradición para la ejecución de una sen- 
tencia, deberá tenerse en cuenta, junto a los requisitos 
mencionados, que no sea inferior a seis meses la parte 
de la pena que resta por cumplir. 


El párrafo 3 del artículo bajo examen establece una 
única hipótesis de excepción en relación a la duración 
de la pena: quedará a criterio de la Parte requerida la 
concesión de la extradición cuando la solicitud se re- 
fiera a varios hechos, distintos y conexos, sancionados 
penalmente por la legislación de ambas Partes, si no 
concurriere respecto de algunos de ellos los requisitos 
previstos en los parráfos 1 y 2 en relación a la grave- 
dad de la pena. 


II. A. 2. PROCEDENCIA DE LA EXTRADICION, 
IMPROCEDENCIA Y DENEGACION FACULTATIVA. 


Se organizan en los respectivos capítulos las dispo- 
siciones reguladoras de la procedencia de la extradi- 
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ción, de su improcedencia y de la denegación faculta- 
tiva. 


IL. A. 2. a. Procedencia de la extradición. 


El artículo 3? se titula “jurisdicción, doble incrimi- 
nación y pena". Son éstos los tres requisitos funda- 
mentales para que la entrega se estime procedente. El 
Estado solicitante debe tener jurisdicción respecto de 
las conductas en las que se funda la solicitud, debe existir 
doble incriminación y se requerirán las penas mínimas 
señaladas. Estos dos últimos fueron establecidos -y ya 
comentados- en el Capítulo atinente a los principios ge- 
nerales, al cual el apartado B) del artículo 3” se remite. 


La legitimidad y viabilidad del pedido se fundan 
en la necesaria existencia de jurisdicción del Estado 
solicitante, cuyos tribunales deben tener competencia 
para entender en las conductas para cuyo juzgamiento 
-o cumplimiento de la sentencia, en su caso- se solici- 
ta la entrega. Este requisito constituye el auténtico 
fundamento filosófico de la extradición, no suscepti- 
ble de negociación en cuanto a su propia existencia, 
en tanto la fijación de los límites o las características 
de las otras dos condiciones (doble incriminación y 
gravedad de la pena) puede variar, en cuanto a su 
alcance, según acuerden las Partes. 


En virtud de que la determinación del Estado que 
tiene jurisdicción se rige, por lo general -y así es en 
este caso- por normas ajenas al tratado de extradición, 
éstas no pretenden establecer un criterio restrictivo acer- 
ca de la legitimidad del pedido, por lo que se deja 
acertadamente en claro que este requisito es ajeno a la 
circunstancia de que los hechos en los que se funda la 
solicitud hayan sido o no cometidos en el territorio de 
la parte requirente” (artículo 3%, apartado A). 


IT. A. 2. b Improcedencia de la extradición 


El tratado establece causales preceptivas de dene- 
gación de la entrega y las vincula a la naturaleza del 
delito, a la existencia de una previa sentencia firme, al 
juzgamiento por tribunales de excepción y a la impo- 
sición de pena de muerte o privativa de libertad a 
perpetuidad. 


IL. A. 2. b. 1) Los delitos políticos. De este modo, 
establece el artículo 4? que no se concederá la extradi- 
ción por delitos considerados políticos o conexos con 
ellos. La calificación quedará a cargo de la Parte re- 
querida, como es de general recibo en esta materia en 
el presente. La sola alegación de un motivo político en 
la comisión de un delito no será vinculante para que 
así se califique. 


Se establecen, como hipótesis que no serán consi- 
deradas como delito político a los efectos del tratado, 
aquéllas que el Derecho Comparado recoge común- 
mente. Dispone el párrafo 2 que en ningún caso se 
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considerarán delitos políticos el atentado contra la vida 
o la acción de dar muerte a un Jefe de Estado o de 
Gobierno o a un miembro de su familia, caso conocido 
en la doctrina como “cláusula belga”; el genocidio, los 
crímenes de guerra o los que se cometan contra la paz 
y la seguridad de la humanidad o cualquier otro delito 
directamente conexo con ellos. 


Tampoco se considerarán delitos políticos los actos 
de terrorismo, quedando comprendidos, tanto la tenta- 
tiva como la participación en calidad de coautores o 
cómplices (apartado c, literal f). 


Se establece una identificación casuística a mero 
título enunciativo, de los que se estiman como delitos 
terroristas a los efectos del tratado, entendiéndose por 
tales los que impliquen el atentado contra la vida, la 
integridad corporal o la libertad de las personas que 
tengan derecho a una protección internacional, inclui- 
dos los agentes diplomáticos; la toma de rehenes o el 
secuestro de personas; el atentado contra personas o 
bienes cometido mediante el empleo de bombas, gra- 
nadas, cohetes, minas, armas de fuego automáticas, 
cartas O paquetes con explosivos ocultos o dispositivos 
similares (apartado c, literales a) al c). 


El texto menciona los tratados en vigor para las 
Partes en los que se prevén dichos actos. Refiere a la 
captura ilícita de buques o aeronaves y los actos com- 
prendidos en el ámbito del Convenio para la Repre- 
sión de la Captura Jlícita de Aeronaves, firmado en La 
Haya, el 16 de de diciembre de 1970 (literal d); así 
como los comprendidos en el Convenio para la Repre- 
sión de Actos Ilícitos dirigidos contra la Seguridad de 
la Aviación Civil, firmado en Montreal, el 23 de se- 
tiembre de 1971 (literal e). 


Una cláusula de alcance residual permite compren- 
der otras hipótesis abarcando, 'en general, cualquier 
acto de violencia no comprendido en los supuestos 
anteriores y que esté dirigido contra la vida, la integri- 
dad corporal o la libertad de las personas” (literal g). 


Estas previsiones implican, por ende, que si las 
conductas que pudieran ser calificadas de naturaleza 
política fueran llevadas a cabo mediante las modalida- 
des constitutivas de los actos de terrorismo, no consti- 
tuirán causal de excepción y corresponderá la entrega. 


En este sector, el texto incorpora a las hipótesis de 
extradición el actual objetivo planetario tendiente a 
fortalecer una amplia y multifacética cooperación ante 
estas formas delictivas. Esta posición se ha visto re- 
cientemente. fortalecida en el ámbito interamericano, 
con los resultados de la Conferencia Especializada 1n- 
teramericana sobre Terrorismo que tuviera lugar en 
Lima, Perú, del 23 al 26 de abril de 1996. 


El párrafo 3 resuelve un eventual conflicto de ins- 
trumentos internacionales al establecer que el artículo 
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bajo examen no restringirá las obligaciones que las 
Partes hayan asumido o pudieran asumir en Tratados 
bilaterales o multilaterales. 


II. A. 2. b. ii) Otros supuestos de denegación. Se 
recogen otras causales de denegación usuales: no será 
concedida la extradición por delitos militares, si los 
hechos no fueren punibles por el derecho penal ordina- 
rio (artículo 5%) ni por delitos fiscales (artículo 6”). 
Tampoco procederá si hubo cosa juzgada en el Estado 
requerido respecto de las conductas que motivan el 
pedido (artículo 7”) o si la persona reclamada hubiera 
sido condenada o vaya a ser juzgada por un tribunal 
“ad hoc' o de excepción (artículo 8”). 


Trátase la siguiente de una causal de denegación 
relativa, en tanto desaparece como tal mediante el con- 
siguiente correctivo: el artículo 9” establece que si en 
el Estado requirente correspondiera aplicar la pena de 
muerte o privativa de libertad a perpetuidad, podrá 
concederse no obstante la extradición si se otorgaran 
seguridades de que la pena a aplicar será la máxima 
admitida en el Estado requerido. En este caso, éste 
deberá aceptar la solución propuesta y expresar con- 
formidad. 


TL A. 2. c. Denegación facultativa de extradición. 


El tratado vincula la posibilidad de denegar la ex- 
tradición a la existencia de prescripción o al dictado 
de una amnistía, a la circunstancia de que el delito se 
hubiera cometido en el territorio del Estado requerido, 
al principio “non bis in idem' y a la nacionalidad de 
reclamado. 


Dispone el artículo 10 (párrafo 1) que la Parte re- 
querida podrá denegar la extradición si la acción o la 
pena hubieran prescrito según su legislación, una vez 
que la Parte requirente hubiere acreditado que aquéllas 
no han prescrito por los delitos que motivan el pedido, 
Esto último deberá comprobarse en la solicitud de ex- 
tradición, según dispone el artículo 16, párrafo 2;D). 


Como puede advertirse y sin perjuicio de que existe, 
en realidad, un doble contralor, se resuelve la eventual 
denegación de cooperación por el Estado requerido, de 
acuerdo a lo dispuesto en su legislación. Ello es razona- 
ble, en tanto Estado quien presta el auxilio tiene la facul- 
tad de evaluar fa existencia de la acción y de la pena. 


La solución por la que optan otros textos, en los 
que no se señala la ley aplicable o cuando rigen con- 
juntamente el derecho del Estado requirente y el del 
requerido, puede dar lugar a diversos problemas, habi- 
da cuenta de que no sólo el término de la prescripción, 
sino las propias características del instituto pueden va- 
riar en los diversos regímenes. 


El párrafo 2 prevé el otorgamiento de una amnistía 
por la Parte requerida, la que no obstará a la extradi- 
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ción. Sólo lo hará en el caso en que el delito que 
motiva la solicitud esté sometido a la jurisdicción de 
dicha Parte. 


La comisión del delito, total o parcialmente, dentro 


.de la jurisdicción territorial del Estado requerido se 


prevé como causal de denegación facultativa en el ar- 
tículo 11, párrafo 1; se establece que el Estado reque- 
rido sólo podrá denegar la extradición por razones de 
jurisdicción cuando invoque la suya propia para cono- 
cer en la causa (párrafo 2). 


De acuerdo al principio general según el cual nadie 
debe ser juzgado más de una vez por los mismos he- 
chos, el artículo 12 dispone que podrá denegarsc la 
extradición si la persona cuya extradición se solicita está 
siendo juzgada en el territorio del Estado requerido a 
causa del hecho o hechos motivadores de la solicitud. 


Establece el artículo 13 (párrafo 1) que el hecho de 
que la persona reclamada sea nacional dei Estado re- 
querido no constituirá causal de denegación. 


Nuestra doctrina sostuvo tradicionalmente la pro- 
cedencia de la extradición de los nacionales. Ello im- 
plica que la nacionalidad de la persona reclamada no 
obstaculizará la extradición, cuando ésta corresponda. 


No obstante, no es frecuente la concertación interna- 
cional de esta solución en virtud de que, a menudo, tanto 
la Constitución como las leyes nacionales la prohiben. 


La delegación uruguaya expuso los fundamentos 
de su posición y se convino, históricamente por prime- 
ra vez para España, en adoptar la solución que se esti- 
mó más equitativa: la posibilidad de entregar a los 
propios nacionales para ser juzgados en el otro Estado 
Parte, cuando éste tiene, naturalmente, jurisdicción. 
Así, si un español comete un delito en territorio uru- 
guayo y fuga a España, este país lo devolverá a las 
autoridades uruguayas para ser juzgado. Del mismo 
modo sucederá en el caso inverso. 


El párrafo 2 prevé la evasión de un condenado al 
país de su nacionalidad. El Estado evadido podrá soli- 
citar, sin que para ello se requiera consentimiento de 
la persona, que la otra Parte prosiga la ejecución de la 
pena, si ésta se encuentra en su territorio. 


IT. A. 3. LOS LIMITES A LA EXTRADICION 


No son ilimitadas las facultades del Estado requi- 
rente en relación a la persona entregada: sólo se le. 
podrá juzgar por los delitos alegados en la solicitud y 
no se le podrá reextraditar, en principio, a un tercer 
Estado. 


El tratado establece que aquélla no será detenida, 


* juzgada ni condenada, en el territorio del Estado re- 


quirente, por un delito cometido con anterioridad a la 
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fecha de la solicitud de extradición distinto de aquél 
por el cual fue concedida (artículo 14). 


Esta disposición consagra el tradicional principio 
de la especialidad, aunque se prevén algunas excep- 
ciones razonables, respecto de las cuales aquél no rige: 
A) cuando la persona extraditada, habiendo tenido la 
posibilidad de abandonar voluntariamente el territorio 
del Estado al cual fue entregada, permaneciere en él 
más de 45 días después de su excarcelación definitiva 
O regresare a él después de abandonarlo; y B) cuando 
las autoridades competentes de la Parte requerida con- 
sientan en la detención, juicio o condena de dicha 
persona por atro delito. 


En relación a estas excepciones, la Parte requirente 
deherá solicitar una ampliación de la extradición y, sin 
perjuicio de los demás recaudos, deberá acompañar un 
testimonio de la declaración judicial de la persona ya 
extraditada, con asistencia letrada, acerca de los he- 
chos objeto de la señalada extensión. 


La reextradición a un tercer país sólo podrá tener 
lugar con el consentimiento, debidamente otorgado, 
de! Estado que concedió la extradición, Esta posibili- 
dad no cercena derecho alguno y se estima coherente 
con los principios generales consagrados en el tratado, en 
virtud de que procede una nueva evaluación y ha consi- 
guiente autorización por parte del Estado requerido. 


11. B. EL. DERECHO PROCESAL DE LA EXTRA- 
DICION. 


II. B. 1. LA SOLICITUD Y LOS DOCUMENTOS 
ANEXOS. 


IL B. 1. a, Autenticidad y diligenciamiento. 


El artículo 16 establece la modalidad y las vías de 
trasmisión de la solicitud, la que se formulará por es- 
crito y se cursará por vía diplomática (párrafo 1). 


Este medio tiene por finalidad garantizar la autentici- 
dad de ta solicitud y de los recaudos que la acompañan, 
habida cuenta de que, como se dispone en el párrafo 3, la 
solicitud de extradición y los documentos anexos estarán 
exentos de legalización o formalidad semejante. 


El diligenciamiento quedará a cargo de la Autori- 
dad Centraj del Estado requerido, la que en Uruguay 
será el Ministerio de Educación y Cultura y, en el 
Reino de España, el Ministerio de Justicia e Interior. 


M. B. 1. b. Información anexa contemporánea con 
la solicitud e información complementaria. 


El artículo bajo examen identifica la información 
que deberá acompañar la solicitud, la que será de ca- 
rácter documental o consistirá, en su caso, en la expo- 
sición escrita de los hechos motivadores de aquélla. 
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Deberá incluirse, asimismo, una declaración de que 
la acción o la pena no han prescrito conforme a la 
legislación del Estado requirente. 


El artículo 17 hará referencia, por su parte, a la 
información complementaria. admitida cuando la que 
acompaña el pedido se estima insuficiente. 


Establece el artículo 16 (párrafo 2) que deberá re- 
mitirse la copia o transcripción auténtica de: 


«la sentencia condenatoria o del mandamiento de 
detención u otro documento que tenga la misma fuerza 
que este último, expedidos en al forma prescrita por la 
ley de la Parte requirente. En el caso de sentencia 
condenatoria, se acompañará la certificación de que la 
misma no se ha cumplido totalmente, indicándose el 
tiempo que faltare por cumplir; 


-los textos legales que tipifican y sancionan el deli- 
to, con expresión de la pena aplicable; 


-los textos que establecen la competencia de la Parte 
requirente para conocer de los delitos que fundan la 
solicitud. 


El pedido deberá ir acompañado de una exposición 
de los hechos por los cuales se solicita la extradición 
indicando, con la mayor exactitud, el tiempo y lugar 
en los que tuvieron Jugar, su calificación legal y las 
referencias a las disposiciones legales que les fueran 
aplicables; así como todos los datos conocidos sobre la 
identidad, nacionalidad, domicilio y residencia del sujeto 
reclamado y, si fuere posible, su fotografía, huellas dacti- 
lares u otros medios que permitan su identificación. 


Dispone el párrafo 4 que la Parte requirente podrá 
designar un representante debidamente autorizado para 
intervenir ante la autoridad judicial del Estado requerido 
en el procedimiento de extradición que en él se siga. 


Si los datos o documentos enviados con la solicitud 
de extradición fueren insuficientes o defectuosos, la 
Parte requerida lo comunicará de inmediato a la Parte 
requirente, la que deberá subsanar las omisiones o de- 
ficiencias (artículo 17, párrafo 1). 


Á estos efectos, el Estado requirente contará con 
40 días desde la fecha en que es informado de la nece- 
sidad de subsanar los referidos defectos u omisiones. 
Por circunstancias especiales debidamente fundadas, 
podrá solicitar una prórroga de 20 días. 


TI. B. 2. DECISION Y ENTREGA. 
TI. B. 2. a. Pronunciamiento e información. 
El Estado requerido deberá informar sin demora acerca 


de su decisión respecto de la extradición solicitada, de- 
biéndose fundar la negativa (artículo 18, párrafos 1 y 2). 
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Si la persona reclamada está siendo procesada o 
cumpliendo una condena en el Estado requerido por 
un delito distinto del que motiva la extradición, la 
Parte requerida deberá igualmente resolver e informar 
acerca del pedido (artículo 19, párrafo 1). 


Deberá comunicarse al Estado requirente el lugar y 
la fecha de la entrega, así como la duración de la 
detención sufrida por la persona reclamada con fines 
extradicionales (artículo 18, párrafo 3). 


IL B. 2. b. Entrega de la persona y de sus bienes. 


II. B. 2. b. í) Entrega del reclamado. Si la persona 
reclamada no hubiera sido recibida en el plazo de 30 
días, contados a partir de la fecha de la notificación, 
será puesta en libertad, pudiendo la Parte requerida 
denegar posteriormente la extradición por los mismos 
hechos. Exceptúase el caso de fuerza mayor que impi- 
da la entrega o la recepción de la persona reclamada. 
De ello informará la Parte afectada al otro Estado, 
pudiéndose acordar una nueva fecha para la entrega 
(artículo 18, párrafos 4 y 5). 


Si el pedido acerca de la persona que está siendo 
procesada o cumpliendo una condena en el Estado re- 
querido es resuelto favorablemente, sólo podrá apta- 
zarse la entrega si el Estado requerido sanciona el 
delito atribuido en dicha causa con una pena cuya 
duración no sea inferior a la establecida en el párrafo 
] del artículo 2 del Tratado (artículo 19, párrafo 2). 


Es esta una solución razonable, en virtud de que se 
hace prevalecer la jurisdicción en relación al delito 
más grave. Se impide, así, que la cooperación pueda 
ser obstaculizada por un delito menor, al que corres- 
ponde una sanción penal que no alcanza el límite esta- 
blecido en el tratado para fundar la extradición. 


La entrega no podrá ser impedida ni demorada por 
un proceso pendiente de naturaleza civil al que esté 
sujeta la persona reclamada (párrafo 3). 


Si la entrega se aplazara, se suspenderá el cómputo 
del plazo de prescripción en las actuaciones judiciales 
gue tienen lugar en el Estado requirente por los hechos 
que motivan la solicitud de extradición (párrafo 4). 


II. B. 2. b. ii) Los gastos. El Estado requerido se 
hará cargo de los gastos ocasionados en su territorio 
como consecuencia de la detención de la persona y 
por el mantenimiento en custodia del reclamado hasta 
el momento de su entrega. No obstante, las erogacio- 
nes ocasionadas por el traslado y el tránsito de la per- 
sona desde el territorio del Estado requerido, serán de 
cargo del requirente (artículo 24). 


TI. B. 2. b. ¡ij) El tránsito. El artículo 22 regula la 
colaboración que debe prestar la Parte a través de cuyo 
territorio se traslada la persona extraditada -coopera- 
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ción que no será necesaria cuando se utilicen medios 
de transporte aéreo que no tengan previsto aterrizaje 
en el Estado de tránsito-. 


A estos efectos, deberá presentarse una solicitud 


. acompañada de una copia de la comunicación median- 


te la cual se informa de la concesión de la extradición, 
junto a una copia de la solicitud original. El tránsito 
solicitado será concedido, a menos que se opongan 
motivos de orden público. 


El Estado de tránsito custodiará al reclamado y los 
gastos le serán reembolsados por el Estado requirente. 


IT. B. 2, b. iv) Los bienes. Junto a la persona, pro- 
cederá la entrega de los documentos, dinero y efectos 
(artículo 18, párrafo 6). 


Asimismo, si el Estado requirente lo solicita, le 
serán entregados los bienes que se encuentren en el 
Estado requerido y hayan sido obtenidos como resulta- 
do del delito o que puedan servir de prueba. Esta en- 
trega se regirá por la ley del Estado requerido (artículo 
20, párrafo 1). 


Según dispone el párrafo 2, dicha entrega se efec- 
tuará aún en el caso de que extradición no pudiera 
llevarse a cabo por causa de muerte o fuga de la perso- 
na requerida. 


Los bienes serán devueltos, sin cargo, al Estado 
requerido, cuando la ley del Estado requerido o el 
derecho de los terceros afectados así lo exijan. Podrán, 
no obstante, ser temporalmente conservados -o ser en- 
tregados bajo condición de restitución- cuando aqué- 
llos fueren susceptibles de embargo o comiso en el 
territorio de la Parte requerida (párrafos 3 y 4). 


11. B. 3. SOLICITUDES CONCURRENTES 


Establece el artículo 21 un orden de preferencia 
que deberá tener en cuenta el Estado requerido. ante 
solicitudes de extradición de una misma persona efec- 
tuadas por más de un Estado. 


Cuando las solicitudes se refieran a un mismo deli- 
to se dará preferencia, por su orden, al Estado en cuyo 
territorio tenga residencia habitual la persona reclamada. 


Si los pedidos se refieren a delitos diferentes. se 
dará preferencia al Estado requirente que tenga juris- 
dicción respecto del delito más grave y, a igual gravedad. 
la tendrá el Estado que solicitó en primer término. 


II, B. 4. EXTRADICION SIMPLIFICADA 


El artículo 23 contempla los supuestos de entrega 
sin proceso de extradición, a las que designa como 
“extradición simplificada”. Es ésta una solución ade- 
cuada cuando median las condiciones que se señalan, 
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ante la eventualidad de hipótesis en las que la persona 
reclamada prefiera ser trasladada lo antes posible al 
Estado requirente o si le resulta realmente indiferente 
permanecer en el territorio de uno u otro país. Podrá 
heneficiarse, pues, al propio reclamado o, al menos, se 
cumplirá con una finalidad de economía procesal, 


Es importante el control de los requisitos previstos: 
la persona, con asistencia letrada, debe prestar su ex- 
presa conformidad en ser entregada a la Parte requi- 
rente, después de haber sido informada acerca de sus 
derechos a un procedimiento formal de extradición y 
de la protección que éste le brinda. 


11. B. 5. MEDIDAS CAUTELARES 


Se regula en el Capítulo VH la materia cautelar, la 
que tiene por finalidad -como todas las medidas de 
esta naturaleza- impedir que se frustren los resultados 
del pronunciamiento final. 


De acuerdo a este objeto, el Estado requirente po- 
drá solicitar la detención preventiva de la persona re- 
clamada, en casos de urgencia (artículo 25). 


Deberá constar en esta solicitud de detención, que 
ésta responde a una sentencia condenatoria o manda- 
miento de detención firmes con expresión de la fecha 
y hechos que los motivan, tiempo y lugar de su comi- 
sión, filiación y demás datos identificatorios de la per- 
sona cuya detención se solicita, con ofrecimiento de 
presentar demanda de extradición. 


El pedido se transmitirá por correo, facsímil o cual- 
quier otro medio del que quede constancia escrita. Po- 
drá ser presentado tanto a las Autoridades competentes 
del Estado requerido por la vía establecida en el artí- 
culo 16 del Tratado o a través de la Organización 
Internacional de Policía Criminal (INTERPOL.). 


La persona que hubiera sido detenida en virtud de 
dicha solicitud será puesta en libertad de inmediato, si 
al término de los cuarenta días a partir de la fecha de 
su detención la Parte requirente no hubiera presentado 
la respectiva solicitud de extradición, en la forma dis- 
puesta en el tratado. 


Esta puesta en libertad no impedirá la extradición 
de acuerdo a una nueva solicitud, ni la detención cau- 
telar respectiva. 


IL. B. 6. DISPOSICIONES FINALES. 


El Capítulo VIT establece las soluciones usuales. 
Se dispone que el canje de Instrumentos de ratifica- 
ción se efectuará en Montevideo y que el tratado en- 
trará en vigor 30 días después de dicho intercambio 
(artículo 26 y artículo 27, párrafo 1). 


La entrada en vigor del tratado bajo análisis deter- 
minará la terminación del Tratado bilateral de 1885 
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(párrafo 2). Sin perjuicio de ello, las extradiciones que 
hubieran sido solicitadas antes de esa fecha se conti- 
nuarán tramitando de acuerdo a las disposiciones del 
antiguo instnamento (párrafo 4); en tanto las extradi- 
ciones que se soliciten después de la entrada en vigor 
del tratado se regirán por fas normas de éste, cualquie- 
ra Sea el momento de comisión de los delitos en los 
que funda el pedido (párrafo 3). 


Por los fundamentos expuestos se estima de singu- 
lar importancia la entrada en vigor del presente instru- 
mento jurídico internacional, por lo que se solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General, las seguridades de su más alta con- 
sideración. 


Carlos Pérez del Castillo, Didier Opertti, 
Samuel Lichtensztejn. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Educación y Cultura 
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Artículo único. - Aprúebase el Tratado de Extradi- 
ción entre la República Oriental del Uruguay y el Rei- 
no de España, suscrito en Madrid, Rejno de España, el 
28 de febrero de 1996. 


Carlos Pérez del Castillo, Didier Opertti, 
Samuel Líchtensztejn. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


L- Consideraciones generales. 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales acon- 
seja la aprobación del “Tratado de Extradición entre la 
República Oriental del Uruguay y el Reino de Espa- 
ña', firmado por los Gobiernos de ambos países el 28 
de febrero de 1996. 


En el informe del Poder Ejecutivo a la Asamblea 
General, de 11 de julio de 1996, se efectúa un porme- 
norizado análisis técnico-jurídico, tanto de la normati- 
va bilateral vigente como de todos los aspectos vincu- 
lados con este Tratado: 


1) En el capítulo 1 del informe de nuestro Gobierno 
al Parlamento, se señala la conveniencia de reformular 
la mayoría de los tratados bilaterales de extradición 
suscriptos por la República 'a efectos de adecuar las 
soluciones internacionales a los actuales requerimien- 
to de la cooperación penal interestatal”. 


2) En ese sentido, se destaca que el Tratado que 
actualmente nos vincula con el Reino de España “data 
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del 23 de noviembre de 1885... y, en lo sustancial, 
contempla modalidades delictivas en desuso y correla- 
tivamente se abstiene, por razones históricas, de pre- 
ver ciertas conductas -como las del narcotráfico- cuyas 
manifestaciones, locales e internacionales, así como 
su tipificación penal, data apenas de algunas décadas”, 


3) Por virtud de lo anterior, este Tratado busca 
“instrumentar los mecanismos adecuados de coopera- 
ción tendientes a la entrega recíproca de las personas 
reclamadas, para hacer viable su procesamiento o el 
cumplimiento de una condena ya dictada”. 


Y, consecuentemente, reconoce el hecho de que la 
Convención vigente -que data de hace más de un si- 
glo- “sólo admite la extradición respecto de los delitos 
contenidos en una lista acordada y no de otros”. Como 
se sabe, y tal cual se destaca en el informe de nuestro 
Gobierno, “las nóminas limitativas son rápidamente su- 
peradas por la evolución, habida cuenta de que se tipi- 
fican nuevas figuras delictivas y de que algunas con- 
ductas penalizadas caen en desuso”, 


4) El Tratado actualmente a estudio del Parlamen- 
to, en cambio, utiliza un criterio moderno atendiendo 
a la gravedad de la pena siendo procedente la extradi- 
ción solamente para “los punibles con una pena priva- 
tiva de libertad superior a los dos años”, 


Como bien destaca el Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo, en esa forma se logra “que el tratado jamás enve- 
jezca”. 


I!.- Las normas del Tratado. 


1) Los artículos [, 2 y 3 determinan cuándo existe 
obligación de conceder la extradición, qué delitos da- 
rán lugar a la misma y qué principios deben tenerse en 
cuenta por el Estado requerido: 


A) La obligación de conceder la extradición proce- 
de cuando las personas se encuentren en el territorio 
del Estado requerido y sean reclamadas pro las autori- 
dades judiciales del Estado requirente “por algún deli- 
to o para la ejecución de una pena que consista en 
privación de libertad” (art. 1). 


B) Los delitos que justifican el pedido de extradi- 
ción deberán estar tipificados como tales tanto por la 
legislación del requirente como por la del requerido y 
la pena en ambas legislaciones, además deberá signifi- 
car una privación de libertad con una duración máxi- 
ma no inferior a dos años (art. 2.1). 


C) Para la ejecución de una pena -O sea, para la 
ejecución de una sentencia- será menester, también, 
que la parte de dicha pena que aún falte por cumplir 
no sea inferior a los seis meses (art. 2.2), 


D) Los principios que deben ser tenidos en cuenta 
por una de las Partes para acceder a la extradición 
solicitada por la otra son inobjetables: 
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a) “que el Estado requirente tenga jurisdicción para 
juzgar acerca de los hechos en que se funda la solici- 
tud, hayan sido o no cometido en el territorio de la 
parte requirente” (art. 3 A), 


b) “que, en el momento en que se solicita la extra- 


" dición, los hechos por los cuales se pide (la extradi- 


ción) cumplan con los requisitos exigidos en el artículo 
2”..." (Art. 3” B). 


2) En el Capítulo MI del Tratado -'Improcedencia 
de la Extradición”- se enumeran aquellos delitos ex- 
cluidos del mismo: 


A) Los delitos 'considerados políticos por la Parte 
requerida o conexos con delitos de esta naturaleza". 
Acertadamente se aclara que “La sola alegación de un 
fin o motivo político en la comisión de un delito no lo 
califica como delito de tal carácter" (Art. 4.1). 


B) Pese a la aclaración antedicha se destaca que 
'en ningún caso se considerarán delitos políticos" una 
serie de ilícitos tales como los atentados *contra la 
vida o la acción de dar muerte a un Jefe de Estado v 
de Gobierno o un miembro de su familia", “el genoci- 
dio, los crímenes de guerra o los que se cometan con- 
tra la paz y la seguridad de la humanidad”, Jos actos 
de terrorismo" y, en general, *cualquier acta de violen- 
cia no comprendido en los supuestos anteriores y que 
esté dirigido contra la vida, la integridad corporal o la 
libertad de las personas” (Art. 45). 


C) Tampoco se concederá la extradición “por deli- 
tos exclusivamente militares, si los mismos no resulta- 
ren punibles según el derecho penal ordinario de las 
Partes” (Art. 59, ni por los delitos fiscales, salvo 'cuan- 
do así se acordare expresamente entre las partes para 
cada delito o categoría de delitos” (Art. 67), ni cuando 
existiere cosa juzgada (Art. 79), ni si la persona recla- 
mada “hubiere sido condenada o vaya a ser juzgada en 
la Parte requerida por un Tribunal de excepción o ad 
hoc* (Art, 8%, ni “cuando los hechos... estuvieren cas- 
tigados en el Estado requirente con pena de muerte o 
con pena privativa de libertad o perpetuidad” a menos, 
en este último supuesto, que “otorgara seguridades su- 
ficientes, con la conformidad de la Parte requerida, de 
que la pena a cumplir será la máxima admitida en la 
ley penal del Estado requerido” (Art. 99). 


D) Como pone de manifiesto el Mensaje del Poder 
Ejecutivo, “históricamente por primera vez para Espa- 
ña” se conviene en el Tratado “la posibilidad de entre- 
gar a los propios nacionales para ser juzgados en el 
otro Estado Parte, cuando éste tiene, naturalmente, ju- 
risdicción' (v. Art. 13). 


3) Los demás aspectos que aborda el Tratado, no 
requieren comentarios especiales de esta Comisión Por 
cuanto no presentan particularidades dignas de destacar. 


Así, lo relativo a la *Denegación facultativa de Ex- 
tradición” (Cap. IV), “Límites a la Extradición” (Cap. 
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V), Procedimiento” (Cap. VB), “Medidas cautelares” (Cap. 
VII) y, finalmente, “Disposiciones finales' (Cap. VITD. 


En todo caso basta para su adecuada comprensión 
la lectura del articulado y el exhaustivo análisis que de 
los mismos efectúa el Mensaje del Gobierno. 


Sala de la Comisión, 


Américo Ricaldoni (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel, Carlos M. Garat, Reinaldo 
Gargano, Rafael Michelini, Pablo Millor y 
Carlos Julio Pereyra. Senadores. 


TRATADO DE EXTRADICION 
ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL REINO DE ESPAÑA 


La República Oriental del Uruguay y el Reino de 
España, 


Conscientes de los profundos lazos históricos que 
unen a ambas naciones; 


Deseando traducir dichos lazos en instrumentos ju- 
rídicos de cooperación en todas las áreas de interés 
común y, entre ellas, la de cooperación judicial; 


Teniendo en cuenta el espíritu del Convenio de 
Cooperación Jurídica en Materia Civil, hecho el 4 de 
noviembre de 1987 en Montevidev y del Tratado de 
Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, hecho 
en Montevideo, el 19 de noviembre de 1991; 


Han resuelto concluir un Tratado de Extradición en 
los siguientes términos: 


CAPITULO 1 
Principios Generales 


Artículo 1”. - Obligación de conceder la extradi- 
ción 


Las Partes se obligan a entregarse recíprocamente, 
según las reglas y condiciones establecidas en este 
Tratado, las personas que se encuentren en su territo- 
rio requeridas por las autoridades judiciales por algún 
delito o para la ejecución de una pena que consista en 
privación de libertad. 


Art. 2". - Delitos que dan lugar a la extradición 


I. Darán lugar a extradición los hechos tipificados 
como delito por las leyes de ambas Partes, cualquiera 
sea la denominación de dicho delito, que sean puni- 
bles con una pena privativa de libertad cuya duración 
máxima no sea inferior a dos años. 


2. Si la extradición se solicitare para la ejecución 
de una sentencia se requerirá, además, que la parte de 
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la pena que aún falta por cumplir no sea inferior a seis 
meses. 


3, Cuando la solicitud se refiera a varios hechos, 
distintos y conexos, sancionados penalmente tanto por 
la ley de la Parte requirente. como por la de la Parte 
requerida, y no concurrieren respecto de uno o algunos 
de ellos los requisitos de los apartados | y 2 del pre- 
sente artículo, en lo relativo a la duración de la pena, 
la Parte requerida también podrá conceder la extradi- 
ción respecto de estos últimos. 


CAPITULO II 
Procedencia de la extradición 


Artículo 3”, - Jurisdicción, doble incriminación y 
pena 


para que proceda la extradición es necesario: 


A) que el Estado requirente tenga jurisdicción para 
juzgar acerca de los hechos en los que se funda la 
solicitud, hayan sido o no cometidos en el territorio de 
la Parte requirente; y 


B) que, en el momento en que se solicita la extra- 
dición, los hechos por los cuales se pide cumplan con los 
requisitos exigidos en el artículo 2? de este Tratado. 


CAPITULO 1 
Improcedencia de la extradición 
Artículo 4”. - Delitos políticos 


1. No se concederá la extradición por delitos consi- 
derados políticos por la Parte requerida o conexos con 
delitos de esta naturaleza. La sola alegación de un fin 
o motivo político en la comisión de un delito no lo 
califica como delito de tal carácter. 


2. A los efectos de este Tratado, en ningún caso se 
considerarán delitos políticos: 


A) el atentado contra la vida o la acción de dar 
muerte a un Jefe de Estado o de Gobierno o a un 
miembro de su familia; 


B) el genocidio, los crímenes de guerra o los que se 
cometan contra la paz y la seguridad de la humanidad o 
cualquier otro delito directamente conexo con ellos; 


C) los actos de terrorismo, entendiendo por tales 
los delitos que impliquen: 


a) el atentado contra la vida, la integridad corporal 
o la libertad de las personas que tengan derecho a una 
protección internacional, incluidos los agentes diplo- 
máticos, 
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b) la toma de rehenes o el secuestro de personas; 


c) el atentado contra personas o bienes cometido 
mediante el empleo de bombas, granadas, cohetes, mi- 
nas, armas de fuego automáticas, cartas o paquetes 
con explosivos ocultos o dispositivos similares; 


d) los actos de captura ilícita de buques O aerona- 
ves y todos los comprendidos en el ámbito del Conve- 
nio para la Represión de la Captura Ilícita de Aeronaves, 
firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970; 


e) los actos comprendidos en el Convenio para la 
Represión de Actos Ilícitos dirigidos contra la Seguri- 
dad de la Aviación Civil, firmado en Montreal, el 23 
de setiembre de 1971; 


f) la tentativa de comisión de alguno de los delitos 
previstos en este artículo o la participación como coau- 
tor o cómplice de una persona que cometa o intente 
cometer dichos delitos; 


g) en general, cualquier acto de violencia no com- 
prendido en los supuestos anteriores y que esté dirigi- 
do contra la vida, la integridad corporal o la libertad 
de las personas. 


3. La aplicación del presente artículo no restringirá 
las obligaciones que las Partes hayan asumido o pu- 
dieran asumir en Tratados bilaterales o multilaterales. 


Art. 5”, - Delitos militares 


No se concederá la extradición por delitos exclusi- 
vamente militares, si los mismos no resultaren puni- 
bles según el derecho penal ordinario de las Partes. 


Art. 6”. - Delitos fiscales 


En materia de Tasas y Tributos, de Aduana y de 
Cambios, la extradición se concederá, en las condicio- 
nes previstas en este Tratado, tan solo cuando así se 
acordare expresamente entre las Partes para cada deli- 
to o categoría de delitos. 


Art. 7”. - Cosa juzgada 


No se concederá la extradición de la persona recla- 
mada, si hubo sentencia firme en el Estado requerido 
respecto del hecho o de los hechos delictivos motiva- 
dores de la solicitud de extradición. 


Art. 8”. - Tribunales de excepción o “ad hoc', 


No se concederá la extradición de la persona recla- 
mada cuando hubiere sido condenada o vaya a ser 
juzgada en la Parte requerida por un Tribunal de ex- 
cepción o 'ad hoc”. 


Art. 9”. - Pena de muerte o pena privativa de liber- 
tad a perpetuidad 
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1. No procederá la extradición cuando los hechos 
en los que se funda la solicitud estuvieren castigados 
en el Estado requirente con pena de muerte o con pena 
privativa de libertad a perpetuidad. 


2. Sin embargo, la extradición podrá ser concedida 


“si la Parte requirente otorgara seguridades suficientes, 


con la conformidad de la Parte requerida, de que la 
pena a cumplir será la máxima admitida en la ley 
penal del Estado requerido. 


CAPITULO IV 
Denegación facultativa de extradición 
Artículo 10. - Prescripción y amnistía 


l. Acreditado por la parte requirente que no han 
prescrito la acción o la pena por los delitos por los 
cuales se solicita la extradición, de acuerdo con to 
previsto en el párrafo 2.D) del artículo 16, la Parte 
requerida podrá denegar la extradición si la acción o 
la pena hubieran prescrito según su legislación. 


2. El otorgamiento de una amnistía por la Parte 
requerida no obstará a la extradición, salvo que el de- 
lito que motiva la solicitud esté sometido a la jurisdic- 
ción de dicha Parte. 


Art. 11. Lugar de Comisión 


1. Podrá denegarse la extradición si el delito por el 
cual se solicita se considera por la Parte requerida 
como cometido, total o parcialmente, dentro de la ju- 
risdicción territorial de dicho Estado. 


2. El Estado requerido sólo podrá denegar la extra- 
dición por razones de jurisdicción, cuando invoque la 
suya propia para conocer en la causa. 


Art. 12, Actuaciones en curso por los mismos hechos 


Podrá denegarse la extradición si la persona cuya 
extradición se solicita esté siendo juzgada en el terri- 
torio del Estado requerido a causa del hecho o hechos 
motivadores de la solicitud. 


Art. 13, Extradición de nacionales 


1. No se podrá denegar la extradición, a efectos de ser 
juzgado en el Estado requirente, por el hecho de que la 
persona reclamada sea nacional del Estado requerido. 


2. La Parte en cuyo territorio se haya impuesto una 
pena privativa de libertad mediante una sentencia con 
fuerza de cosa juzgada contra un nacional de la otra 
que, al huir a su país, se haya sustraído a la ejecución 
de dicha pena, podrá solicitar a la otra Parte que prosi- 
ga su ejecución, si la persona evadida se encuentra en 
su territorio. 


La prosecución de dicha ejecución no estará subor- 
dinada al consentimiento de la persona a la que se 
haya impuesto la pena. 
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CAPITULO Y 
Límites a la extradición 
Artículo 14. Principio de la especialidad 


La persona entregada no será detenida, juzgada ni 
condenada, en el territorio del Estado, requirente por 
un delito cometido con anterioridad a la fecha de la 
solicitud de extradición distinto de aquél por el cual la 
extradición fue concedida, con excepción de los si- 
guientes supuestos: 


A) cuando la persona extraditada, habiendo tenido 
la posibilidad de abandonar voluntariamente el territo- 
rio del Estado al cual fue entregada, permaneciere en 
él más de 45 días después de su excarcelación definiti- 
va o regresare a él después de abandonarlo; 


B) cuando las autoridades competentes de la Parte 
requerida consientan en la detención, juicio o condena 
de dicha persona por otro delito. Á este efecto, la 
Parte requirente deberá solicitar la correspondiente au- 
torización a la Parte requerida que resolverá dicha so- 
licitud tomando en consideración lo establecido en el 
artículo 2” de este Tratado. 


La Parte requirente acompañará a su solicitud de 
ampliación de extradición un testimonio de la declara- 
ción judicial prestada con asistencia letrada, por la 
persona que ya fue extraditada sobre los hechos objeto 
de la ampliación. Dicha solicitud será acompañada de 
los documentos previstos en el párrafo 2 del artículo 
16 de este Tratado. 


Art. 15, Reextradición a un tercer Estado 


1. Salvo en el caso previsto en el apartado A) del 
artículo 14 de este Tratado, la persona que fue entre- 
gada sólo podrá ser reextraditada a un tercer Estado 
con el consentimiento de la Parte que concedió la ex- 
tradición. 


2. Este consentimiento será recabado con los requi- 
sitos dispuestos en el apartado B) del artículo 14 de 
este Tratado. 


CAPITULO VI 
Procedimiento 
Artículo 16. Solicitud 
I. La solicitud de extradición se formulará por es- 
crito y se cursará por vía diplomática. La Autoridad 


Central del Estado requerido se encargará de su dili- 
genciamiento. 


A tal efecto, la Autoridad Central competente en la 
República Oriental del Uruguay será el Ministerio de 
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Educación y Cultura. En el Reino de España, será 
Autoridad Central competente el Ministerio de Justicia 
e Interior. Toda modificación que se produzca a este 
respecto se notificará por vía diplomática. 


2. A la solicitud de extradición deberá acompañar- 
se: 


A) Copia o transcripción de una sentencia conde- 
natoria de un mandamiento de detención o de cual- 
quier otro documento que tenga la misma fuerza que 
este último, expedidos en la forma prescrita por la ley 
de la Parte requirente. En el caso de sentencia conde- 
natoría, se acompañara la certificación de que la mis- 
ma no se ha cumplido totalmente, indicándose el tiem- 
po que faltare por cumplir; 


B) Una exposición de los hechos por los cuales se 
solicite la extradición indicando, con la mayor exacti- 
tud, el tiempo y lugar de su perpetración, su califica- 
ción legal y las referencias a las disposiciones legales 
que les fueran aplicables; 


C) Todos los datos conocidos sobre la identidad, 
nacionalidad, domicilio y residencia del sujeto recla- 
mado y, si fuere posible, su fotografía, huellas dactila- 
res u otros medios que permitan su identificación; 


D) Copia o transcripción auténtica de los textos 
legales que tipifican y sancionan el delito, con expre- 
sión de la pena aplicable, de los textos que establecen 
la competencia de la Parte requirente para conocer del 
mismo, asf como también una declaración de que la 
acción o la pena no han prescrito conforme a su legis- 
lación. 


3. La solicitud de extradición, así como los docu- 
mentos de cualquier naturaleza que la acompañen, en 
aplicación de las disposiciones del presente Tratado, es- 
tarán exentos de legalización o formalidad semejante. 


4. La Parte requirente podrá designar un represen- 
tante debidamente autorizado para intervenir ante la 
autoridad judicial del Estado requerido en el procedi- 
miento de extradición seguido en el mismo. 


Art. 17. Información complementaria 


1. Si los datos o documentos enviados con la soli- 
citud de extradición fueren insuficientes o defectuo- 
sos, la Parte requerida lo comunicará de inmediato a la 
Parte requirente, la que deberá subsanar las omisiones 
o deficiencias que se hubieran observado dentro del 
plazo de 40 días desde la fecha en que el Estado requi- 
rente es informado de la necesidad de subsanar los 
referidos defectos u omisiones. 


2. Si por circunstancias especiales debidamente fun- 
dadas la Parte requirente no pudiere cumplir dentro de 
este plazo, podrá solicitar a la Parte requerida que éste 
sea prorrogado por 20 días. 
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Art. 18. Decisión y entrega 


]. La Parte requerida comunicará sin demora a la 
Parte requirente, por la vía del párrafo I del artículo 
16, su decisión respecto de la extradición. 


2. Toda negativa, total o parcial, respecto de la 
solicitud de extradición será fundada. 


3. Cuando la extradición se conceda, la Parte re- 
quirente será informada del lugar y de la fecha de la 
entrega, así como de la duración de la detención sufri- 
da por la persona reclamada con fines extradicionales, 


4. Salvo en el supuesto del párrafo siguiente, si la 
persona reclamada no hubiera sido recibida en el plazo 
de 30 días, contados a partir de la fecha de la notifica- 
ción, será puesta en libertad, pudiendo la Parte reque- 
rida denegar posteriormente la extradición por los mis- 
mos hechos. 


5. En caso de fuerza mayor que impida la entrega o 
la recepción de la persona reclamada, la Parte afectada 
informará al otro Estado, pudiéndose acordar una nue- 
va fecha para la entrega. 


6. Al mismo tiempo de la entrega del reclamado, 
también se entregarán a la Parte requirente los docu- 
mentos, dinero y efectos que deban ser puestos igual- 
mente a su disposición. 


Art. 19. Aplazamiento de la entrega 


l. Cuando la persona cuya extradición se solicita 
está siendo procesada o cumpliendo una condena en el 
Estado requerido por un delito distinto del que motiva 
la extradición, la Parte requerida deberá igualmente 
resolver sobre la solicitud de extradición y notificar su 
decisión a la Parte requirente. 


2. Si la decisión fuere favorable, la Parte requerida, 
podrá aplazar la entrega hasta la conclusión del proce- 
so penal o hasta que se haya cumplido la pena sólo en 
el caso de que el Estado requerido sancione el delito 
atribuido en dicha causa con una pena cuya duración 
no sea inferior a la establecida en el párrafo 1 del 
artículo 2” de este Tratado. 


3. Las responsabilidades civiles derivadas del deli- 
to o cualquier proceso civil al que esté sujeta la perso- 
na reclamada no podrá impedir o demorar la entrega. 


4. El aplazamiento de la entrega suspenderá el cóm- 
puto del plazo de prescripción en las actuaciones judi- 
ciales que tienen lugar en el Estado requirente por los 
hechos que motivan la solicitud de extradición. 


Art. 20. Entrega de bienes 


t. Si se concede la extradición, los bienes que se 
encuentren en el Estado requerido y hayan sido obte- 
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nidos como resultado del delito o que puedan servir de 
prueba, serán entregados al Estado requirente, si éste 
lo solicita. La entrega de dichos bienes estará subordi- 
nada a la ley del Estado requerido y a los derechos de 
los terceros afectados. 


2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 de 
este artículo, dichos bienes serán entregados al Estado 
requirente, si éste lo solicita, aún en el caso de que la 
extradición no pudiera llevarse a cabo por causa de 
muerte o fuga de la persona requerida. 


3. Cuando la ley del Estado requerido o el derecho 
de los terceros afectados asf lo exijan, los bienes serán 
devueltos, sin cargo alguno, al Estado requerido. 


4, Cuando dichos objetos fueren susceptibles de 
embargo o comiso en el territorio de la Parte requeri- 
da, ésta podrá, a efectos de un proceso penal en curso, 
conservarlos temporalmente o entregarlos bajo condi- 
ción de su restitución. 


Art. 21. Solicitudes concurrentes 


1. En caso de recibirse solicitudes de extradición 
de una misma persona por más de un Estado, la Parte 
requerida determinará a cuál de dichos Estados habrá 
de concederse la extradición y notificará su decisión al 
Estado requirente. 


2. Cuando las solicitudes se refieren a un mismo 
delito, la Parte requerida dará preferencia en el si- 
guiente orden: 


a) al Estado en cuyo territorio se hubiera cometido 
el delito; 


b) al Estado requirente con el cual exista Tratado; 


c) al Estado requirente en cuyo territorio tenga re- 
sidencia habitual la persona reclarnada. 


3. Cuando las solicitudes se refieren a delitos dife- 
rentes, la Parte requerida dará preferencia al Estado 
requirente que tenga jurisdicción respecto del delito 
más grave; a igual gravedad, dará preferencia al Esta- 
do requirente que solicitó en primer término. 


Art. 22. Extradición en tránsito 


1. Las Partes se prestarán colaboración para facili- 
tar el tránsito por su territorio de las personas extradi- 
tadas. 


A estos efectos, la extradición en tránsito por el 
territorio de una de las Partes se otorgará, siempre que no 
se opongan motivos de orden público, previa presenta- 
ción, por la vía dispuesta en el artículo 16, de una 
solicitud acompañada de una copia de la comunicación 
mediante la cual se informa de su concesión, junto con 
una copia de la solicitud original de extradición. 
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Corresponderá a las autoridades del Estado de trán- 
sito la custodia del reclamado. 


La Parte requirente reembolsará al Estado de trán- 
sito los gastos que éste realice con tal motivo. 


2. No será necesario solicitar la extradición en trán- 
sito cuando se utilicen medios de transporte aéreo que 
no tengan previsto el aterrizaje en el territorio del Es- 
tado de tránsito. 


Art. 23, Extradición simplificada 


La Parte requerida podrá conceder la extradición si 
ta persona reclamada, con asistencia letrada y ante la 
autoridad judicial de la Parte requerida, prestare su 
expresa conformidad en ser entregada a la Parte requi- 
rente, después de haber sido informada acerca de sus 
derechos a un procedimiento formal de extradición y 
de la protección que éste le brinda. 


Art. 24. - Gastos 


1. La Parte requerida se hará cargo de los gastos ocasionados 
en su territorio como consecuencia de la detención de la persona 
cuya extradición se solicita y por el mantenimiento en custodia 
de dicha persona hasta el momento de su entrega. 


2. Los gastos ocasionados por el traslado y el tránsito de 
la persona reclamada desde el territorio del Estado requerido, 
serán a cargo de la Parte requirente. 


" CAPITULO VII 
Medidas cautelares 
Artículo 25. - Detención preventiva 


Il. En caso de urgencia, las autoridades competentes del 
Estado requirente podrán solicitar la detención preventiva de 
la persona reclamada. 


2. En la solicitud de detención deberá constar expresa- 
mente que ésta responde a una sentencia condenatoria o man- 
damiento de detención firmes con expresión de la fecha y 
hechos que lo motiven, tiempo y lugar de su comisión, filia- 
ción y demás datos identificatorios de la persona cuya deten- 
ción se solicita, con ofrecimiento de presentar demanda de 
extradición. 


3. La solicitud de detención preventiva podrá ser presen- 
tada a las Autoridades competentes del Estado requerido por 
la vía establecida en el artículo 16 de este Tratado o a través 
de la Organización Internacional de Policía Criminal (1N- 
TERPOL) y se trasmitirá por correo, facsímil o cualquier 
otro medio del que quede constancia escrita. 


4. La persona que hubiera sido detenida en virtud de di- 
cha solicitud, será inmediatamente puesta en libertad si al 
término de Jos cuarenta días a partir de la fecha de su deten- 
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ción la Parte requirente no hubiera presentado en forma ante 
el Ministerio de Asuntos Exteriores de la Parte requerida una 
solicitud de extradición conforme a lo dispuesto en el artícu- 
lo 16 de este Tratado. 


5. La puesta en libertad no será obstáculo para una nueva 
detención, ni tampoco para la extradición, si la solicitud de 
ésta se presentare ulteriormente. 


CAPITULO VHI 
Disposiciones finales 
Artículo 26. - Ratificación 


El presente Tratado está sujeto a ratificación. El canje de 
los Instrumentos tendrá lugar en la ciudad de Montevideo. 


Art. 27. - Entrada en vigor y terminación 


1, El Tratado entrará en vigor 30 días después del canje 
de Instrumentos de Ratificación y seguirá en vigor mientras 
no sea denunciado por una de las Partes. Sus efectos cesarán 
seis meses después de la fecha de notificación por vía diplo- 
mática de la denuncia. 


2. Al entrar en vigor este Tratado terminará el Tratado de 
Extradición de Criminales entre la República Oriental del 
Uruguay y el Reino de España, firmado en Montevideo, el 23 
de noviembre de 1885, sin perjuicio de lo establecido en el 
párrafo 4 de este artículo. 


3. Las extradiciones solicitadas después de la entrada en 
vigor de este Tratado se regirán por sus cláusulas, cualquiera 
que sea la fecha de comisión del delito. 


4. Las extradiciones solicitadas antes de la entrada en 
vigor de este Tratado continuarán tramitándose conforme a 
las disposiciones del Tratado de 23 de noviembre de 1885. 


Hecho en la ciudad de Madrid, a los veintiocho días del 
mes de febrero de 1996, en dos ejemplares originales, siendo 


ambos textos igualmente auténticos. 


(Lucen firmas) 


POR EL GOBIERNO POR EL GOBIERNO 
DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL REINO DE 
DEL URUGUAY ESPAÑA 
Dra. Vilma Veida 
Directora 


Dirección de Tratados” 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
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-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: la Comisión de 
Asuntos Internacionales, por mayoría, aconseja al Senado la 
aprobación de este Tratado. 


Compartiendo los términos del correspondiente Mensaje 
del Poder Ejecutivo, quiero señalar que este convenio que 
estamos considerando forma parte de una política que la ma- 
yor parte de los integrantes de la Comisión apoya y que 
apunta -como dice el informe- a reformular la mayoría de los 
tratados bilaterales de extradición suscritos por la República, 
a los efectos de la imprescindible adecuación de los mismos 
a realidades internacionales que no existían hace algunas dé- 
cadas. Este comentario es -si cabe- más aplicable aún que en 
otros casos, por el hecho de que el Tratado de Extradición 
que tenemos vigente con España data del 23 de noviembre de 
1885. Fácil es advertir por parte de los señores Senadores que 
las realidades penales actuales poco o nada tienen que ver 
con las de hace 104 años. 


En síntesis, en razón de que creo que el Mensaje que 
remitió el Gobierno al Parlamento es suficientemente elo- 
cuente y de que el informe en mayoría no hace otra cosa que 
reiterar ese concepto, me voy a limitar a formular breves 
reflexiones. En primer lugar, el Tratado se ajusta, en forma 
absoluta y total, a las modernas tendencias en esta materia en 
todo lo que tiene que ver con acuerdos internacionales suscri- 
tos entre países democráticos. Por lo tanto, no contiene nin- 
guna norma que agreda directa ni indirectamente nuestro 
ordenamiento jurídico ni nuestra conciencia. 


Debo señalar que presenta algunos cambios que se en- 
cuentran en la dirección de los tiempos que corren. Hace un 
siglo era frecuente que en un tratado de extradición se hicie- 
ran listas de delitos que, naturalmente, pierden. actualidad 
con el correr del tiempo, estableciendo rigideces que, en modo 
alguno, contribuyen a la obligación internacional de todos los 
Estados de cooperar entre sí para la prevención de las infrac- 
ciones penales graves. No se toma el criterio de las listas, 
como ocurría hasta hace tiempo en los tratados de derecho 
penal -concretamente, en los relativos a la extradición- sino 
el denominado de la gravedad de la pena y serán extradita- 
bles, salvo las excepciones a las que luego haré referencia, 
aquellos delitos que tengan una pena privativa de libertad 
superior a los dos años. 


El Mensaje del Poder Ejecutivo dice -y lo recuerda el 
informe en mayoría de la Comisión- que en esta forma se 
hace imposible que un Tratado de Extradición envejezca. 
Nosotros estamos entre los que entendemos que el Tratado ac- 
tualmente vigente, que data del siglo pasado, sin ninguna duda 
ha envejecido, al igual que otros que ha suscrito nuestro país. 


También hay garantías absolutas y totales para aquellas 
personas que son objeto de una solicitud de extradición. Digo 
esto porque, por ejemplo, se determina que para que prospere 
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el pedido de extradición el delito debe estar tipificado como 
tal no sólo en el Estado requirente -es decir, el Estado que lo 
solicita- sino también debe estarlo y con iguales característi- 
cas en el Estado en donde se encuentra la persona objeto de 
dicha solicitud. 


Se exige, además, otra garantía que no es menor -en modo 
alguno- que consiste en que el Estado que reclama la extradi- 
ción de una persona tenga jurisdicción para juzgarlo, y se 
establece un principio que forma parte de lo esencial en esta 
materia; me refiero a que los delitos políticos no dan mérito 
al pedido de extradición. Reitero, no se puede pedir la extra- 
dición de una persona que haya cometido lo que en Derecho 
Internacional se denomina un delito político. Naturalmente, 
se aclara que “en ningún caso” -y cito textualmente- “se 
considerarán delitos políticos” una serie de ilícitos tales como 
los atentados contra la vida, la acción de dar muerte a un Jefe 
de Estado o de Gobierno o a un miembro de su familia, el 
genocidio, los crímenes de guerra o los que se cometan con- 
tra la paz y la seguridad de los Estados. 


Asimismo, quiero señalar que esta es la primera vez que 
el Reino de España acepta en un Tratado bilateral conceder 
la extradición de sus propios nacionales. De esa forma aban- 
dona una postura no sólo española sino también sostenida por 
muchos países del primer mundo, de Europa, e incluso, en 
varias oportunidades, por diversos gobernantes de Estados 
Unidos, y que consistía en negarse a conceder la extradición 
de un nacional de ese país para otro distinto. Esto significa, 
además, reconocer la autonomía y la capacidad de los jueces 
uruguayos cuando reclamen la extradición de un español para 
juzgarlo en nuestro país y la regularidad de nuestro ordena- 
miento jurídico. 


Estas son las características centrales de este proyecto. 
Repito, él está en la línea más moderna, representa la orienta- 
ción actual del Derecho Penal Internacional y, además, está 
de acuerdo con los intereses del país porque de esta manera 
se podrá contar con un instrumento bilateral -en este caso, 
con España- que preverá, de una manera que actualmente no 
se puede hacer, situaciones que requieren una imprescindible 
cooperación internacional para hacer frente a circunstancias 
que, por supuesto, no eran imaginables en 1885, cuando se 
suscribió el Tratado anterior, que hoy está vigente entre Uru- 
guay y España, como puede ser el caso del terrorismo y del 
narcotráfico. 


Termino señalando, una vez más, que la Comisión resol- 
vió en el día de ayer, por mayoría, aconsejar al Cuerpo la 
aprobación de este Tratado. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK:. - Señor Presidente: voy a propo- 
ner que con toda la urgencia del caso -esto ya fue propuesto 
pero sin éxito en la Comisión respectiva- se consulte a la 
Suprema Corte de Justicia. 
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Hemos recogido opiniones técnicas sobre este Tratado y, 
concretamente, me voy a referir a un informe de peculiar 
altura jurídica elaborado por el doctor Gonzalo Fernández en 
el que encontramos algunas objeciones muy importantes. Ade- 
más, quiero decir que la propuesta que estamos haciendo en 
el sentido de que el tema reciba en la Comisión el asesora- 
miento de la Suprema Corte de Justicia implica el compromi- 
so -que ya ha sido planteado en la Comisión- de que nos 
atendremos a la opinión que ella brinde. Seguramente, en un 
par de días se podrá realizar la coordinación necesaria para 
que la Suprema Corte de Justicia se pronuncie. ¿Por qué 
hemos llegado a esta conclusión? Porque hay algunos cam- 
bios tremendamente importantes con respecto a la manera en 
que hasta ahora el Poder Judicial encaraba, en nuestro país, el 
tema de la extradición incluso en lo que tiene que ver con las 
normas vigentes del Código Penal uruguayo. En este sentido, 
para hacer una modificación en temas que tocan no sólo las 
normas de un código sino también la manera en que los 
jueces han encarado este punto hasta ahora, es notorio que el 
Parlamento cometería una omisión de cortesía y también de 
técnica si no considerara que es bueno tener en cuenta la 
opinión del Poder Judicial a través de la Suprema Corte de 
Justicia. Normalmente, ésta envía a uno o dos representantes 
y no toma a mal que una Comisión del Parlamento le pregun- 
te, concretamente, acerca de si es partidaria de que el Trata- 
do se apruebe. Al respecto, considero que esa sería una medida 
muy importante. 


Por otro lado, este informe técnico que hemos requerido 
refleja una enorme prudencia. Para que esto se aprecie, voy a 
leer dos conceptos fundamentales en los cuales está basado 
dicho informe. Aclaro que se trata de conceptos de tipo cla- 
ve, de dogmática -como se dice en Derecho- de naturaleza 
metodológica, que tienen que ver con el estudio de un tema. 


El primer concepto que expresa este conocido especialista 
establece que en materia de extradición siempre se ha produ- 
cido una controversia entre las opiniones del Derecho Inter- 
nacional Privado -que, por lo general, son más laxas y 
expansivas- y las de los cultores de la ciencia del Derecho 
Penal. La primera de esas dos disciplinas jurídicas ha adopta- 
do, por to general, un criterio muy amplio y la segunda, uno 
muy restringido. El dictamen que tenemos a la vista dice -y 
efectivamente lo consigue-: “Tratando de hacer abstracción 
de ambas tesituras extremas intentaré evaluar, con equidis- 
tancia dogmática, el texto cuya ratificación parlamentaria so- 
licita el Poder Ejecutivo”. Este es el primer planteo 
metodológico que considero muy importante porque a veces 
los cultores de una y otra rama del Derecho incurren en una 
especie de “chacrismo” -para emplear una expresión popular- 
defendiendo los puntos de vista de su materia. 


A continuación, voy a leer un párrafo que figura en la 
página 6 de este informe -que ya está en poder de los miem- 
bros de la Comisión desde hace varios días- que me parece 
muy importante y que constituye otro punto de partida para 
su análisis. Dice el doctor Gonzalo Fernández, y nosotros lo 
compartimos íntegramente: “No se me oculta que, desde el 
punto de vista español” -se está refiriendo a la procedencia o 
improcedencia de la extradición según los delitos- “es ésta 
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una de las normas que mayor interés concitan, pues el Reino 
de España viene soportando el accionar de grupos terroristas 
y, legítimamente, le interesa la persecución extraterritorial de 
sus miembros. La preocupación del Estado consignatario está 
harto justificada en atención a su peculiar coyuntura histórica 
y lo mismo ocurriría con nuestro país, si aquí se verificara la 
vigencia de grupos terroristas”. Y agrega el doctor Gonzalo 
Fernández: “No obstante, la valoración jurídica de un tratado 
de extradición debe efectuarse con abstracción de situacio- 
nes coyunturales, por la larga vida que suelen tener -véase 
que el anterior ha durado más de un siglo en vigor- y las 
dificultades que encierra cualquier intento de modificación 
futura”. Es decir que se trata de examinar la cuestión con un 
criterio, no de situación coyuntural, sino de larga duración; y 
sobre la corrección o incorrección de algunas de las normas 
que están en este Tratado, repito que la Bancada del Frente 
Amplio adelanta que asume el compromiso político de estar 
a la opinión de la Suprema Corte de Justicia, cuyo dictamen 
nos parece es indispensable que se produzca. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Más que un comentario, quería 
hacer una pregunta al señor Senador Korzeniak, porque tengo 
otra interpretación del informe del doctor Gonzalo Fernán- 
dez, que también he leído y estudiado. 


Quiero preguntar al señor Senador Korzeniak si él cree 
que del informe que el doctor Fernández ha hecho llegar a la 
Bancada del Frente Amplio se desprende que, en su opinión, 
es coyuntural -y, por lo tanto, de poca importancia- estable- 
cer en este Tratado normas modernas y eficaces para comba- 
tir el narcotráfico y el terrorismo. Mi interpretación es que el 
doctor Gonzalo Fernández dice otra cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Puede 
continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Efectivamente; el doctor Gonza- 
lo Fernández aplaude, en este dictamen, muchas de las nor- 
mas de este Tratado, pero critica Otras, y creo que con muy 
buenas razones. Ese es el motivo por el cual nos ha parecido 
que algunos de esos cambios -no otros, porque también el 
doctor Gonzalo Fernández y todos nosotros estamos de acuerdo 
con la modernización de la legislación internacional en mate- 
ria de extradición- son muy dudosos e, incluso, nos merecen 
fuertes reparos. Vamos a hacer referencia a los que nos mere- 
cen reparos y no a aquellos otros en los cuales efectivamente 
se hacen progresos muy importantes en este Tratado. 


El artículo 1” no merece ninguna objeción; es una norma 
muy saludable. 


En cuanto al artículo 2”, queremos decir que aborda un 
tema sobre el que entendemos se podría consultar a la Supre- 
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ma Corte de Justicia o quizás a algún especialista que lo mire 
desde el punto de vista del Derecho Internacional, ya que, 
como dice este informe, los internacionalistas tienen una laxi- 
tud mayor que los penalistas para ver estos puntos. Los pena- 
listas tienen una especie de obsesión -muy sana, por cierto- 
en el sentido de que no hay delito sin una descripción estricta 
-esto es, lo que se llama la tipificación- mientras que en el 
Derecho Internacional comienza a desarrollarse una concep- 
ción del mundo un poco menos lleno de patrias nacionales, 
que siguen existiendo, y más universalista. Es un viejo tema 
teórico entre los derechos internos y el Derecho Internacio- 
nal, con tesis muy encontradas y sutiles, que naturalmente no 
vamos a tratar en este ámbito. De pronto, insisto, la consulta 
puede ser a la Suprema Corte de Justicia o a algún interna- 
cionalista. 


En este sentido, repetimos que toda la Bancada del Frente 
Amplio asume el compromiso político de que si la Suprema 
Corte de Justicia dice que es conveniente aprobar este Trata- 
do, más allá de las objeciones que tenemos a algunas de sus 
normas, lo votaremos favorablemente. Lo que no nos parece 
bueno es prescindir de la opinión del Poder Judicial, aunque 
sea obtenida en muy pocos días. 


En el artículo 2? se establece, como un criterio para que la 
extradición proceda o no, el tema de la pena privativa de 
libertad. Al respecto, el primer párrafo se refiere a los hechos 
que sean punibles con una pena privativa de libertad cuya 
duración máxima no sea inferior a dos años. Entonces, señor 
Presidente, si leemos nuestro Código Penal, vamos a apreciar 
que quedan fuera de estas exclusiones poquísimos delitos, 
porque la característica de nuestro Código Penal no es, desde 
luego, la de penas fijas y tampoco la de penas con una oscila- 
ción chica entre el mínimo y el máximo, sino que, por el 
contrario, existen oscilaciones muy grandes. De manera que 
cuando el Tratado establece que la duración máxima no sea 
inferior a dos años, quizás se le haya ido la mano. Nos parece 
que este es un cambio muy importante con respecto a esta 
concepción ontológica, digamos, porque se refiere a la pena, 
que es un elemento muy objetivo, y a su duración máxima. 
Casi todos los delitos -aun aquellos muy leves- en la máxima, 
tienen penas de más de dos años y esto supone, por este 
Tratado, la posibilidad de la extradición. 


En segundo lugar y con respecto a este punto, existe una 
objeción técnica realmente importante, no sólo porque to- 
mando como base Códigos como los nuestros prácticamente 
todos los delitos van a ser extraditables, sino porque el Trata- 
do omite determinar en cuál de los dos ordenamientos jurídi- 
cos -el del Estado que pide la extradición y el del requerido- 
se analiza el tema de la duración máxima de la pena. Esta es una 
deficiencia técnica muy importante, que va a dar lugar a muchas 
discusiones. Repetimos que cualesquiera sean las consideracio- 
nes que nos haga la Suprema Corte de Justicia, estaremos a su 
opinión para la aprobación o no del Tratado, pero... 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Sin perjuicio de que 
quizás tengamos una pequeña intervención más adelante, quie- 
ro, realizar algunas apreciaciones sobre este punto que pre- 
ocupa al señor Senador Korzeniak. 


Al respecto, me parece que la interpretación del nume- 
ral 1? del artículo 2” es bastante clara, en el sentido de que se 
analizan los hechos de acuerdo con las dos legislaciones, en 
todos sus aspectos. Si es tipificado como delito por una pero 
no por la otra, no corre, y si tiene una pena inferior a dos 
años en una de las dos, tampoco corre. Es decir que tiene que 
encartar en las dos legislaciones, y de esto también hay ante- 
cedentes en materia de Derecho Internacional. A mi juicio, 
reitero, la interpretación es clarísima. Las notas que se re- 
quieren para habilitar la extradición que figura en el artícu- 
lo 2” tienen que ver con las dos legislaciones y por ello se 
deberá dar cumplimiento tanto a la tipificación como a la 
gravedad medida por la pena. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Puede 
continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Ya había mencionado, señor Pre- 
sidente, la mesura con que el doctor Gonzalo Fernández ha 
analizado este Tratado. El dice -y yo lo comparto plenamen- 
te- que la interpretación a la que aludía el señor Senador 
Posadas Montero, en el sentido de que sea en las dos legisla- 
ciones, se refiere tanto a la tipificación como a la duración de 
la pena que puede inferirse del artículo 2”.1, no excluye que 
el tema no haya sido técnicamente bien resuelto, pero puede 
dar lugar a grandes discusiones. Á mi entender, esta posición 
está muy lejos en el texto de ser clara. A] respecto, he hecho 
algunas consultas con un profesor de Derecho Internacional, 
a quien encontré hoy en los pasillos de la Facultad, y me 
expresó que tenía la misma duda al leer el artículo. De cual- 
quier manera, parecería que esta es la interpretación más 
sana, pero nos gustaría que la Suprema Corte de Justicia nos 
dijera que en el momento en que se interprete esto, lo hará de 
determinada forma. En este sentido, hay una norma olvidada 
-y muy mal redactada- en el Uruguay según la cual es la 
Suprema Corte de Justicia la que, en materia de Tratados, 
tiene jurisdicción exclusiva y originaria. Esto nos parece tre- 
mendamente importante, porque lo establece la Constitución. 


También encontramos -y vamos a hacer una referencia 
muy breve para limitamos a los puntos en donde hay más 
posibilidad de discusión- que el Tratado tiene una marcada 
preferencia -esto puede ser una tesis compleja y bastante 
discutida en nuestro país- por los llamados criterios objeti- 
vos, en materia de delitos políticos. En términos mecaniza- 
dos, muy simples, la extradición procede cuando los delitos 
no son políticos y no cuando sí lo son, pero el problema es 
determinar cuándo estamos hablando de delito político. Aquí 
se abren dos grandes teorías y la doctrina siempre lo ha dis- 
cutido: una es la Hamada teoría objetiva, según la cual los 
delitos, siguiendo la figura descripta por.la ley. son o no 
políticos. La doctrina, superando eso, hace muchos años se- 
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ñaló que a veces un robo puede tener una finalidad política o 
llevarse a cabo, no con fines personales, sino para beneficiar 
a una organización que puede ser terrorista o no. De esta 
forma nace la teoría del concepto subjetivo del delito políti- 
co. El delito es político cuando el móvil de las personas que 
lo cometen es favorecer «equivocadamente o no- a las colec- 
tividades a que pertenecen, es decir que no son beneficios 
personales ni cuestiones vinculadas a su vida privada. 


Con respecto a este tema el doctor Gonzalo Fernández, 
sin ser tajante dice que “ciñéndonos al criterio objetivo, que 
es demasiado estricto”, lo subraya, y así es como ocurre en 
este caso, “todas aquellas infracciones que no ofenden un 
bien jurídico de índole política (por ejemplo: una rapiña con- 
ducente a obtener fondos destinados al accionar delictivo, 
una privación de libertad, un secuestro, etcétera), merecerían 
la calificación”, siempre, “de delito común”. Esto en general 
puede ser sano, no a los efectos de decir que no hubo delito, 
sino para verificar que hay situaciones en las cuales el tema 
no se presenta con tanta claridad. En el Uruguay, la jurispru- 
dencia muchas veces ha utilizado el criterio subjetivo en si- 
tuaciones que no están atadas a una coyuntura demasiado 
propensa al terrorismo. Asimismo, hay una doctrina muy sos- 
tenida por algunos penalistas uruguayos que, si bien mantie- 
nen un criterio objetivo, admiten elementos subjetivos -como 
pueden ser los móviles- como definitorios del delito político. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me concede una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Sí, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONT. - Señor Presidente: no es para ha- 
cerle una pregunta al señor Senador Korzeníak, al que le 
agradezco la interrupción que me ha concedido, sino para 
expresar que, francamente, no puedo compartir la línea de 
razonamiento que viene desarrollando, que tampoco surge 
del informe del profesor Gonzalo Fernández. El punto 31 de 
dicho informe, que trata todo lo que tiene que ver con los 
delitos políticos, dice: “El artículo 4.1 es acertado cuando 
excluye de la extradición a los delitos políticos y los co- 
nexos, asignándole la calificación a la Parte referida. Hasta 
aquí, la norma se atiene a la regla general (inextraditabilidad 
del delito político) y sigue la solución corriente”. ¿Quién 
sigue la solución corriente? Este Tratado que estamos consi- 
derando. 


A continuación, en el punto 34 del informe se manifiesta 
-como lo acaba de señalar el señor Senador Korzeniak- que 
hay dos criterios confrontados. Efectivamente, lo estudiába- 
mos en la Facultad. Hay un criterio objetivo, que es el que 
sigue el Tratado, y otro subjetivo. La diferencia es que este 
último -que no defiende con calor el doctor Gonzalo Fernán- 
dez, pero que es de la preferencia del señor Senador Korze- 
niak, cosa que es respetable pero que no comparto en modo 
alguno- se atiene al móvil o finalidad del agente; el otro, el 
objetivo, presta atención al bien jurídico ofendido por el deli- 
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to. Repito que sobre este último -que recoge el Tratado en su 
punto 36- el doctor Gonzalo Fernández dice que todo el De- 
recho Penal liberal -al que naturalmente deberíamos estar 
todos afiliados- sufraga por esta postura, es decir, la del crite- 
rio objetivo. Pero el doctor Fernández agrega que, a la hora 
de tomar partido para la delimitación conceptual del delito 
político, existen determinados riesgos. A mi entender, los 
riesgos surgen de la aplicación del criterio subjetivo que pone 
en manos de la Justicia, no de un país sino de dos, la inter- 
pretación, a juicio del juez, de qué tipo de móvil tuvo en cuenta 
aquella persona cuya extradición se solicita. El Derecho Penal 
liberal al que hace referencia el doctor Fernández -siguiendo el 
criterio objetivo- es, justamente, un freno para desbordes. Con el 
criterio objetivo sabemos que hay límites precisos para saber 
qué delitos pueden ser considerados políticos. 


El otro no; porque el criterio subjetivo juega en dos senti- 
dos, es decir, a veces en favor del requerido y, otras, del 
Estado requirente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Puede 
continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: creo ser muy 
objetivo al resumir la intervención del señor Senador Rical- 
doni en dos afirmaciones. La primera de ellas es que me 
acaba de atribuir que soy partidario del criterio subjetivo y, 
la segunda, tiene que ver -según entendí- con lo que dijo en 
el sentido de que el dictamen del doctor Gonzalo Fernández 
no es partidario del criterio subjetivo o -de acuerdo con lo 
que me aclara- que no lo toma con demasiado caior. 


En función de lo expuesto, de forma muy cortés y ama- 
ble solicito al señor Senador Ricaldoni que, en primer lu- 
gar -sobre todo, cuando me interrumpa- supere mis 
limitaciones expositivas, atribuyéndome lo que en realidad 
digo y no lo que él cree que digo; y, en segundo término, le 
rogaría que lea el informe del doctor Gonzalo Fernández con 
mayor detención de lo que parece haberlo hecho. Voy a de- 
mostrar con toda claridad por qué hago esta afirmación. 


En los párrafos que leyó el señor Senador Ricaldoni el 
doctor Gonzalo Fernández utiliza un método expositivo muy 
similar al de un autor extraordinario -perdonen la digresión- 
del cual debo decir, aunque no parto de la base de sus princi- 
pios filosóficos, que es una figúra consular del Derecho de 
este siglo. Me refiero al antiguo -y cuando digo antiguo no 
estoy aludiendo a la edad, sino a un título que otorga la 
Universidad de Heidelberg para jerarquizar a los más impor- 
tantes- doctor Hans Kelsen, fundador de la Escuela de Viena, 
quien tenía por costumbre expositiva -tal como lo ha hecho el 
doctor Gonzalo Fernández- tocar el tema, dar el título y, 
posteriormente, describir el fundamento de la Doctrina Clást- 
ca para, finalmente, dar su opinión. Entonces, mucha gente 
que lee a Kelsen de manera superficial -tne refiero, por ejem- 
plo, a ejecutivos que utilizan “tarjetitas” en reuniones jurídi- 
cas- le atribuye, justamente, opiniones totalmente contrarias, 
porque él no hacé otra cosa que describir primero lo que 
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sostiene la Doctrina Clásica, que no es la de él. En definitiva, 
lo que quiero decir es que el señor Senador Ricaldoni lo que 
hizo fue leer dos apartados del dictamen del doctor Gonzalo 
Fernández en los que refiere a la opinión de la Doctrina en 
general y enuncia los criterios objetivo y subjetivo, para lue- 
go manifestar que -más precisamente, en la página 8, apar- 
tado 38- “En aras de solucionar esta disyuntiva secular”, 
la de los criterios objetivo y subjetivo, “se ha ideado también 
-como suele ocurrir en derecho-” (reitero que con estas frases 
lo único que hace es describir lo que otros han explicado 
sobre estos temas) “un criterio ecléctico o mixto, que recla- 
ma la convergencia simultánea de ambos extremos (objetivi- 
dad jurídica y motivación subjetiva)”. También agrega: “esta 
tercera alternativa no resuelve el dilema y, en verdad, por la 
coetaneidad que reivindica, se vuelve un criterio aún más 
exigente que los anteriores”. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador, 


SEÑOR COURIEL. - Solicito que se prorrogue el tiempo 
de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Se vaa 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Por otra parte, el apartado 40 
-que también hay que leer- dice: “Sin embargo, en la última 
década, la evolución legislativa uruguaya ha recurrido al cri- 
terio subjetivo, que aparece recogido”, refiriéndose al Dere- 
cho positivo, “tanto en el artículo 2” de la Ley N* 15.737, 
como en el artículo 1” de la Ley N* 15.848”. Por lo tanto, lo 
que el doctor Gonzalo Fernández destaca no es cuál es el 
mejor criterio, sino que agrega: “la solución implementada 
en el artículo 49.1 “in fine” del Tratado va a contramarcha del 
derecho interno uruguayo. Sin que pueda aducirse una obje- 
ción de orden público interno, invalidante del Tratado “per se 
stante', me limito a señalar esta flagrante contradicción”. 


En definitiva, lo que hace es una descripción de lo que ha 
sucedido, menciona ambos criterios y refiere a lo que ha 
pasado en los últimos años con respecto a dos leyes, marcan- 
do cierta tendencia por el criterio subjetivo. 


Entonces, señor Presidente, aparece nuevamente la idea, 
bastante lógica, de que siendo así -como lo es- es fundamen- 
tal consultar a la Suprema Corte de Justicia, porque se trata 
de un cambio importante, que podrá ser bueno, malo o regu- 
lar, pero que requiere la opinión del Poder Judicial, la que se 
puede obtener rápidamente, sin que haya ninguna circunstan- 
cia obstativa. Digo esto, porque la disposición de la Suprema 
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Corte de hacer intervenir al Presidente o a alguno de sus 
miembros ha sido bastante frecuente en nuestro país. 


Al respecto, reitero que la Bancada del Frente Amplio 
estará a la opinión que dé la Suprema Corte de Justicia, 
aconsejando o no la aprobación de este Tratado. 


Señor Presidente: no voy a utilizar todo el tiempo que el 
Senado me ha concedido con gran cortesía, pero no quiero 
dejar de decir que algunas de estas objeciones merecen ser 
tratadas con cierta delicadeza de criterio jurídico. En este 
sentido, no estamos proponiendo -por algunas objeciones téc- 
nicas- que el Senado niegue la aprobación del Tratado sino 
que en un término no mayor a cinco o seis días podamos 
contar con la opinión del Poder Judicial, para que el Cuerpo 
adopte una posición de prudencia al contemplar el equilibrio 
jurídico e institucional de los Poderes. Sin duda, estamos 
cambiando Códigos, leyes y tuna tradición jurisprudencial, 
por lo que sería conveniente pedirle a la Suprema Corte de 
Justicia que diga si está de acuerdo. Además, requeriríamos 
opinión en cuanto a si ciertas realidades de terrorismo del 
mundo moderno, que nosotros condenamos con mucha fuer- 
za, imponen la necesidad de estos cambios o si, tal vez, la 
coyuntura especial que vive España -como dice el informe 
del doctor Gonzalo Fernández- que legítimamente le hacer 
proponer normas demasiado puntuales, justifica o no la apro- 
bación del Tratado. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Previa- 
mente, señor Senador, la Presidencia solicita al señor Sena- 
dor Korzeniak que concrete su moción, ya que puede 
entenderse de dos formas. Una de ellas, que sea el Senado cl 
que solicite a la Suprema Corte de Justicia el asesoramiento o 
pronunciamiento a que se hace referencia y, la otra, que vuel- 
va a Comisión, para que sea ésta quien lo haga. En amhos 
casos la moción tendrá discusión. 


Tiene la palabra el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONT. - En realidad, depende de la res- 
puesta del señor Senador Korzeniak que efectúe la aclaración 
o me refiera a la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador Korzeniak para aclarar su moción. 


SEÑOR KORZENIAK. - En realidad, ese punto específi- 
co no lo he consultado con mis compañeros de bancada, pero 
pienso que puedo interpretar su espíritu al decir que, para 
nosotros, será correcta la forma en que el Senado considere 
que se hace más rápido la consulta. Lo que nosotros quere- 
mos es votar este Tratado, ya sea en un sentido o en otro, en 
base a lo que nos aconseje la Suprema Corte de Justicia. 


Creo que con la moción que he formulado interpreto el 
sentir de los compañeros; si no es así, pediríamos un cuarto 
intermedio, aunque el señor coordinador me indica que no 
hay ninguna necesidad de hacerlo. 
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De manera que si el Senado acogiera nuestra propuesta, 
aceptaríamos el criterio que entienda es el más rápido para 
contar con la opinión de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR RICALDON!L. - Pido la palabra para una aclara- 


ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzoto). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: en realidad, 
me voy a referir a la moción, pues voy a decir lo mismo que 
pensaba manifestar por la vía de la aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - El señor 
Senador Ricaldoni dice que se va a referir a la moción, pero la 
Mesa quiere aclarar que están anotados los señores Senadores 
Posadas Montero y Pereyra para referirse al asunto de fondo. 


Cabe señalar, además, que las mociones de orden tienen 
discusión. 


SEÑOR RICALDON!I. - La moción que se ha formulado 
es de arden, por lo que debemos discutirla en este momento. 


Adelanto que no voy a acompañar con mi voto la moción, 
y voy a decir por qué. 


Debemos tener presente que no es preceptiva la consulta a 
ta Suprema Corte de Justicia, tanto en esta materia como en 
ninguna otra. Sin embargo, quiero aclarar que desde que ocu- 
po una banca en el Cuerpo -esta es la tercera Legislatura 
consecutiva- es la primera vez que se plantea este asunto, lo 
que no está mal; quizá, el Senado haya estado en omisión 
antes por no haber actuado como ahora lo propone el señor 
Senador Korzeniak. 


De todas maneras, creo que en su exposición -dicho esto 
con todo respeto- ha puesto más énfasis en defensa del conte- 
nido del informe del doctor Gonzalo Fernández, de cuyo con- 
texto surgen otras objeciones que no son de fondo, y basta 
leer sus primeros párrafos para corroborarlo, lo que quizás 
realice más adelante. Entonces, se nos plantea la pregunta 
acerca de cuál es el criterio aconsejable en un tratado de 
extradición, es decir, el objetivo, el subjetivo o el mixto, 
tema sobre el que no se pronuncia el doctor Gonzalo Fernán- 
dez. Aclaro que no lo hice antes porque podía tomarse como 
una especie de obsesión personal el descalificar u objetar a 
un profesional, a un docente que respeto mucho como aboga- 
do, como Senador y como persona. 


El doctor Gonzalo Fernández dice que el criterio subjeti- 
vo es demasiado laxo, que tiene otras objeciones; que un 
sistema mixto tampoco resuelve el dilema -lo digo textual- 
mente-; y luego manifiesta que el ordenamiento jurídico uru- 
guayo no prescribe con carácter general ninguna definición 
legal expresa del delito político, etcétera. 


¿Estamos preguntando a la Suprema Corte de Justicia si 
esto vulnera la Constitución de la República? No; estamos 
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pidiendo la opinión a la Suprema Corte de Justicia -con su 
integración actual- sobre qué criterio prefiere en materia de 
extradición. 


El informe del doctor Gonzalo Fernández señala muy bien 
que es un tema polémico, aunque personalmente creo que el 
criterio objetivo,:el del Derecho Penal liberal, es el admitido, 
no diría pacíficamente pero sí mayoritariamente por la doc- 
trina, lo que está recogido en todos los Tratados que se han 
firmado en esta materia. 


Con respecto al tema de las penas, comparto la interpreta- 
ción del señor Senador Ignacio Posadas Montero -menciono 
su nombre completo para evitar confusiones, pues al parecer 
hay otro señor Senador con el mismo apellido- en cuanto a 
que el criterio de aplicar el doble estándar, es decir, delito 
tipificado en dos lados simultáneamente -Estado requirente y 
Estado requerido- y pena similar, surge claramente del texto 
del Tratado, además de ser una interpretación básicamente 
admitida. 


Preguntaremos a la Suprema Corte de Justicia si le parece 
bien o mal que los delitos extradictables son todos aquellos 
que ameriten una pena superior a los dos años. A mi juicio, 
se trata de una opinión que significa -no quiero en modo 
alguno que sea la intención del señor Senador Korzeniak- en 
los hechos, que eludamos la responsabilidad de pronunciar- 
nos acerca de cuál es la solución adecuada para el terrorismo 
y el narcotráfico, que no es coyuntural sino permanente, por- 
que estos fenómenos no son de ayer ni de anteayer. Por lo 
tanto, en lugar de preguntar a los integrantes de la Suprema 
Corte de Justicia si este Tratado es violatorio de las normas 
constitucionales, le vamos a requerir su opinión, como presti- 
giosos juristas, sobre algo que no tenemos derecho a consul- 
tarles. 


Esta es una responsabilidad nuestra. Tendremos que pro- 
nunciarnos, por unanimidad o por mayoría, en un sentido o 
en otro, y no dejar librada la decisión a los cinco Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia, porque le crea un problema, 
que seguramente no ha pensado el señor Senador Korzeniak 
cuando formuló la moción. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - La Mesa 
consulta al señor Senador Korzeniak, dado que es el autor de 
la moción, y que hay otros señores Senadores anotados, si no 
prefiere contestar las alusiones posteriormente. 


SEÑOR KORZENIAK. - Prefiero hacerlo ahora, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - En ese 
caso, tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK, - Señor Presidente: insisto con 
una amable consejo al señor Senador Ricaldoni, en el sentido 
de que continúe leyendo el dictamen del doctor Gonzalo Fer- 
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nández -que no es verdad que quede en el limbo- en cuyo 
último párrafo da un consejo y dice -se dirige al señor Sena- 
dor Gargano, que fue quien hizo la consulta-: “Como verá 
Ud. tengo un cúmulo de reservas técnicas en torno al Tratado 
en cuestión. Aunque no me hago ninguna ilusión, quizás fue- 
ra posible introducir alguna enmienda, aunque más no fuera, 
a través de un Protocolo Adicional”. Es decir que hubiera 
sido necesario leer también el final del dictamen. 


De todas maneras, voy a hacer dos precisiones, pues la 
alusión refirió al tema del manejo de la Constitución. 


El numeral 1) del artículo 239 de la Carta -que resulta 
olvidado porque es difícil- da competencia originaria y ex- 
clusiva a la Suprema Corte de Justicia para juzgar “a todos 
los infractores de la Constitución, sin excepción alguna; so- 
bre delitos contra Derecho de Gentes y causas de Almirantaz- 
go”, que la mayoría de la gente, incluso abogados, no saben 
lo que son, “en las cuestiones relativas a tratados, pactos y 
convenciones con otros Estados”. 


En otra disposición se dice que la Suprema Corte de Justi- 
cia puede comparecer ante el Parlamento a expresarse, sobre 
todo cuando hay modificaciones en los asuntos judiciales. ¡Y 
vaya si en el tema de la extradición hay modificaciones en 
los asuntos judiciales, en las cuestiones de procedimiento y 
de fondo! 


No digo que sea inconstitucional el dejar de consultar a la 
Suprema Corte de Justicia sino que, de acuerdo con lo que 
establece la Constitución de la República, la lógica impo- 
ne -en un tema tan delicado como éste, en el que se han 
hecho objeciones tan ponderadas a un Tratado- que la escu- 
chemos, ya que en última instancia -es otra de las objeciones 
que se han realizado- va a ser la que resuelva un caso de estos 
si en un futuro se discute la procedencia o no de una extradición, 
pues será el Poder Judicial y algunas normas que refieren a la 
posibilidad o no de que los Poderes Ejecutivos también tengan 
ciertas atribuciones en ese sentido, los que decidan. 


La lógica indica que existen algunas dudas; dejemos de 
lado ciertas urgencias, pues todos estamos convencidos de 
que hay que buscar normas bien hechas para combatir el 
terrorismo. 


Y entonces, ¿a quién vamos a consultar? Sin duda a un 
órgano que por disposición constitucional es el que tiene 
competencia originaria y exclusiva. Digo esto porque estoy 
leyendo textualmente el artículo 239 de la Constitución que, 
para los asuntos enunciados, se refiere, entre otros, a “las 
cuestiones relativas a tratados, pactos y convenciones con 
otros Estados”. 


Señor Presidente: si es que el Parlamento alguna vez se 
olvidó de esto, recordémoslo. Sin embargo, no es cierto que 
nunca haya sido consultada la Suprema Corte de Justicia en 
materia de tratados, porque sí se la ha consultado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: aprovecho esta 
moción de orden para, en muy pocas palabras, expresar mi 
fundamento de voto. 


Obviamente, por razones que todos los señores Senadores 
conocen no me voy a referir a los aspectos técnicos del tema, 
sino a recordar el proceso que se ha seguido con este Trata- 
do. 


El mismo ingresó hace ya bastante tiempo al Senado, que 
lo pasó a la Comisión de Asuntos Internacionales. Esta tiene 
una forma de tratar los asuntos que todos los señores Senado- 
res que la han integrado conocen perfectamente. Luego de 
unas consideraciones básicas, se encarga a alguno de los miem- 
bros que realice un informe; en este caso, se encomendó al 
señor Senador Ricaldoni. Dicho informe no mereció mayores 
reparos. Sí es cierto que en dos oportunidades los señores 
Senadores del Frente Amplio pidieron mayor plazo para estu- 
diar el tema. Cuando en otras oportunidades se pidió tratar el 
proyecto, se consideró y se entendió dicha solicitud para reci- 
bir informes que habían pedido a los técnicos de su confian- 
za. En todos los casos, cedimos siempre a estas consideracio- 
nes. 


Sin embargo, en el día de ayer se realizó un planteamien- 
to diferente -que es el que hoy reitera el señor Senador Kor- 
zeniak- en cuanto a que, previo a la ratificación del Tratado, 
se escuchara la opinión de la Suprema Corte de Justicia. 


Por otra parte, así como hoy lo plantea el señor Senador 
Korzeniak, el representante del Frente Amplio en la Comi- 
sión, que es el señor Senador Courjel, dijo ayer que querían 
oír la opinión de la Suprema Corte de Justicia y que si ésta 
era favorable ellos votarían afirmativamente el Tratado y si, 
por el contrario, no lo era, su voto sería negativo. Por lo 
tanto, subordinarían su voto a la opinión de la Suprema Corte 
de Justicia. Estimo que están en su pleno derecho de hacerlo, 
ya que es una manera de pensar que debemos respetar. Pero 
desde mi punto de vista, refiriéndome solamente al aspecto 
procesal, creo que no corresponde la intervención de este 
Organismo. Digo esto porque en esta clase de tratados inter- 
viene el Poder Ejecutivo y lo ratifica el Poder Legislativo. Es 
decir, no hay ninguna disposición constitucional que le dé 
intervención a la Suprema Corte de Justicia, que forma parte 
del tercer Poder del Estado. Este asunto se dilucida entre dos 
Poderes: el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. Darle una 
intervención decisiva a la Suprema Corte de Justicia significa 
subordinar las funciones que nos atribuye a los Senadores la 
Constitución de la República a otro Poder del Estado. 


De manera que, por esos aspectos procesales y en virtud 
de los términos en que se ha planteado esta cuestión, manten- 
go la opinión que en el día de ayer expresé en la Comisión de 
Asuntos Internacionales en cuanto a que el asunto se resuelva 
en el ámbito que la Constitución asigna, es decir, presentado 
el proyecto de Tratado por el Poder Ejecutivo, el Poder Le- 
gislativo lo ratifica o no. 
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Reitero: creo que no corresponde la intervención de otro 
Poder del Estado. Naturalmente que cada bancada y cada 
Senador es dueño de pedir asesoramiento a quien considere 
conveniente. Pero si el Senado lo solicita -y ya con la adver- 
tencia de que cualquiera sea la opinión de la Suprema Corte 
de Justicia, ésta se va a seguir- me parece que se está dele- 
gando, en los hechos, funciones que le corresponden. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: qui- 
siera referirme en este momento a la moción de orden y 
luego haré lo propio en cuanto al tema de fondo. 


El planteo realizado en este ámbito tiene que ver con que 
se tramite, de alguna manera, una consulta a la Suprema 
Corte de Justicia sobre este tema; y, al efecto, un partido 
político ha adelantado que actuaría de una manera un tanto 
heterodoxa, es decir, sometiéndose de antemano al resultado 
de dicho dictamen, cualquiera que éste sea. Personalmente, 
así como lo ha hecho el señor Senador Pereyra, no me voy a 
inmiscuir en los temas internos de un partido político, sin 
perjuicio de señalar que se trata de un procedimiento un tanto 
novedoso. 


De todas maneras, dejando este punto de lado, no se está 
planteando un tema de obligación sino que, en todo caso, se 
trata de un asunto de conveniencia. Todos sabemos que no 
existe disposición alguna que obligue a recabar preceptiva- 
mente la opinión del Organismo mencionado, ni en éste ni 
en otros temas. Es más, si se leen los textos constitucionales 
-principalmente el artículo 240- se comprobará que lo único 
que se expresa es que la Suprema Corte de Justicia, por pro- 
pia inictativa, puede pedir ser escuchada a nivel de las Comi- 
siones, pero no en este tipo de materias. El artículo 240 de la 
Constitución refiere a reforma judicial y también a los Códi- 
gos de Procedimiento. No en lo que tiene que ver con la 
legislación de fondo, que sería, en lo sustancial, el caso que 
se está tratando. 


Francamente, señor Presidente, no me parece conveniente 
realizar una consulta a nivel del Cuerpo y creo que tampoco 
sería éste el planteo que hace la Bancada del Frente Amplio, 
en el sentido de que sea el Senado el que consulte a la 
Suprema Corte de Justicia. Además, sería un mal precedente 
con una serie de proyecciones negativas. 


En definitiva, estaríamos considerando la vuelta del pro- 
yecto a Comisión para que ésta recabe la información de la 
Suprema Corte de Justicia. Con relación a este punto -perso- 
nalmente, he opinado de esta manera en otra serie de instan- 
cias en las que también se ha planteado el envío nuevamente 
a Comisión- esta no es una iniciativa que me convenza; cuan- 
do una Comisión terminó de tratar un tema y lo envía al 
Senado, no tiene sentido forzarla a volver a recibir el asunto. 
Parecería hasta como una suerte de sanción. 


SEÑOR ASTORI.- Cuando se trató el proyecto referido a 
semillas, se votó este procedimiento. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzoto). - La Pre- 
sidencia pide a los señores Senadores que no dialoguen. 


Puede continuar el señor Senador Posadas Montero. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pienso que cuando la 
Comisión considera que ha culminado con el tema, ya que lo 
estudió hasta donde debía y llegó a una determinada posi- 
ción, no tiene mayor sentido volver el procedimiento hacia 
atrás. 


Por último, si no estoy equivocado, en caso de seguirse 
estos pasos, la Suprema Corte de Justicia no se va a pronun- 
ciar y va a expresar que esto no es materia propia de ella y 
que se trata de un tema de política legislativa, de típica com- 
petencia del Poder Legislativo absolutamente indelegable. Es 
decir que como corporación no se va a pronunciar y a lo 
sumo tendremos, como en otros casos, la visita de un deter- 
minado número de miembros de este Organismo que vendrá 
con la misma cantidad de opiniones como miembros compa- 
rezcan a la Comisión. Ya en muchísimos casos ha sucedido 
esto, en los cuales la Suprema Corte de Justicia contesta que 
no se pronuncia sobre el tema porque significa prejuzgar. 


En definitiva, me parece que el procedimiento planteado 
en cuanto a que el tema vuelva a Comisión que ésta consulte 
a la Suprema Corte de Justicia no es conveniente, ya que se 
trata de una materia que debe resolver el Senado, por lo que 
no cabe descargar sobre el otro órgano la responsabilidad. Ya 
que la Comisión dice que lo estudió y están el informe y las 
opiniones dadas, corresponde que el que está de acuerdo diga 
que sí y el que está en desacuerdo diga que no. 


SEÑORA ARISMENDI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI. - Creo que aquí, extrañamente, 
se está dramatizando sobre una solicitud en la cual se le 
asigna un carácter de delegación de funciones a lo que es 
sencillamente un pedido de pronunciamiento de la Suprema 
Corte de Justicia que nuestro compañero, el señor Senador 
Couríiel, ya hiciera en la Comisión, sin éxito. 


De lo que se trata aquí no es, precisamente, de delegar las 
funciones del Poder Legislativo en el Poder Judicial. Pero 
resulta que, a la inversa, como el contenido del Tratado está 
íntimamente relacionado con él y desde nuestro punto de 
vista, en algunos casos, puede llegar a modificar contenidos 
del propio Código Penal, no sería inconveniente para la Co- 
misión de Constitución y Legislación del Senado escuchar la 
opinión de la Suprema Corte de Justicia, independientemente 
de que luego cada fuerza política, cada sector del Senado, 
tenga el derecho de actuar en función de sus opiniones, de 
sus pronunciamientos y de sus posicionamientos frente al 
tema, porque ocurre que luego va a ser el Poder Judicial, en 
la necesidad -que esperemos que no exista- de tener que 
cumplir con este Tratado que está a consideración, el que se 
va a tener que expedir. 
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Todos los artículos del Tratado están vinculados a tipifi- 
caciones de delitos, a doctrinas -como explicaba muy bien el 
señor Senador Korzeniak- a toda una historia de desarrollo de 
lo que son los delitos políticos, o no, dentro de nuestra legis- 
lación e historia. Va a ser el Poder Judicial, entonces, el que 
en primera instancia va a determinar si esto es así o no, y 
tendrá que aplicarlo. 


Entonces, me parece que se dramatiza planteando que lo 
que estamos diciendo nosotros es que vamos a delegar fun- 
ciones en la Suprema Corte de Justicia. Asimismo, me parece 
extraño que cuando una fuerza política, en este o en otro 
tema solicita el asesoramiento rápido, a la brevedad -como lo 
ha demostrado en otras oportunidades la propia Suprema Corte 
de Justicia- se niegue por la vía del voto en Comisión esta 
posibilidad. Decía el señor Senador Korzeniak -y yo lo digo 
de viva voz en la fundamentación de voto de la moción, 
porque nos sentimos reflejados en sus palabras- que la Comi- 
sión debería hacer esta solicitud. Lamentablemente, la tuvi- 
mos que hacer en Sala, porque cuando nuestro compañero, el 
señor Senador Couriel, la hizo en la Comisión, no tuvo el 
andamiento que hubiéramos deseado y que hubiera simplifi- 
cado una discusión que no tenía por qué adquirir estos ribetes 
que no nos parece que merezca el debate de este Tratado en 
el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción del señor 
Senador Korzeniak en el sentido de que este asunto vuelva a 
Comisión a fin de que se recabe el juicio de la Suprema 
Corte de Justicia. 


(Se vota:) 
-10 en 28. Negativa. 


El Senado continúa con el tratamiento de este tema. 
SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Muy brevemente, ha- 
ciendo referencia al fondo del tema y a las argumentaciones 
que hacía el señor Senador Korzeniak -o que más bien, si se 
quiere, trasmitía de lecturas del informe del doctor Gonzalo 
Fernández- deseo indicar que anoté algunas a las que me 
quisiera referir, 


La primera -por supuesto que se trata de una opinión- se 
refiere a que no sería prudente o aconsejable legislar por una 
realidad coyuntural, como podría ser la situación en materia 
de, por así Hamarlo, violencia emergente de situaciones polí- 
ticas, que está viviendo en este momento el Reino de España. 


En relación a ese tema, vale la pena ponderar algunos 
aspectos. En primer lugar, es muy discutible que estemos 
ante algo que se pueda describir como una situación coyuntu- 
ral, que tenga ese grado de puntualidad en el tiempo. Este es 
un fenómeno mundial; es un flagelo que muchos países viven 
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desde hace ya bastante tiempo y que no parece estar en etapa 
de agotamiento. Por lo tanto, la descripción de esos fenóme- 
nos como algo coyuntural es bastante discutible. Aparte de 
eso -y ya entrando en un plano, si se quiere, más de fondo, 
más filosófico- las situaciones no son dignas de una valora- 
ción en razón del tiempo que duran, de la extensión mayor o 
menor de su antigiledad. Las situaciones se pueden valorar 
como buenas o malas, sean de larga, mediana o corta dura- 
ción. Entonces, la argumentación de que esto significaría le- 
gislar, lo que parece tener un grado de permanencia, en función 
de una realidad que parece no tenerla, no me resulta convin- 
cente, primero, porque no la veo como una realidad efímera 
y, segundo, porque las realidades, efímeras o permanentes, 
pueden ser valoradas. Y ésta, para nosotros, tiene una valora- 
ción negativa que da pie a que se la enfrente, en la medida de 
lo posible, con una legislación. Eso en cuanto al primer argu- 
mento de los que yo anoté. 


En segundo lugar, había dos o tres argumentaciones con- 
trarias, basadas en el artículo 2” del Tratado, una de las cua- 
les ya mencioné cuando tuvo la amabilidad el señor Senador 
Korzeniak de concederme una interrupción y que hace a la 
interpretación en cuanto al máximo de las penas. Yo ya ade- 
lanté la opinión -coincidente con la del señor Senador Korze- 
niak- de que para mí la interpretación es clara y los límites 
tienen que encartar en las dos legislaciones: la del Estado 
requirente y la del Estado requerido, A mayor abundamiento, 
llamo la atención de los señores Senadores sobre el artículo 
3” del propio Tratado, que habla de la procedencia de la 
extradición. El “nomen juris” del artículo 3? es “Jurisdic- 
ción” -a lo cual se refiere en el literal a)- “Doble Incriminación 
y Pena”. Es decir que ratifica que para los dos aspectos, la 
incriminación y la pena, la mecánica es doble. A mi juicio, la 
posible objeción que pudiera haber en ese orden, está levantada. 


Pero se hacían dos críticas más con relación al artículo 2”, 
básicamente, a su numeral 1. La primera -si la entendf bien- 
es que la redacción de ese artículo podía significar un grado 
de indefinición en la tipificación de los delitos que hiciera de 
este Tratado un mecanismo de cierto peligro, que pudiera, de 
alguna manera, prestarse a un mal uso. Creo que una correcta 
lectura del numeral 1, no da pie a esos temores, porque el 
artículo dice que darán lugar a extradición los hechos tipifi- 
cados como delito y después se aclara que esto se aplicará, 
cualquiera sea la denominación. Lo que puede cambiar es la 
denominación del delito tipificado, pero siempre va a reque- 
rir una tipificación de Derecho Penal. Por lo tanto, me parece 
que no hay ahí un campo difuso que dé lugar a riesgo. 


La última crítica con relación a este artículo 2” estaba 
referida a lo bajo que parecía el tope de pena de dos años. Yo 
coincido con eso. Estos temas siempre son discutibles cuando 
entramos en aspectos numéricos. Pero, francamente, sí parece 
un piso bastante bajo. Desde nuestro punto de vista, aun 
siendo una solución que no satisfaga totalmente, no parece 
tener una jerarquía tal como para llevarnos a denegar la apro- 
bación del Tratado por ese solo punto. 


Luego, se hacía un cuerpo de críticas con relación al tema 
de los delitos políticos, asunto que es eminentemente discuti- 
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ble y ha sido extensísimamente debatido en materta jurídica, 
no solamente en nuestro país. Con relación a esto, quiero 
hacer dos o tres reflexiones. 


En principio, quiero decir que todas las figuras delictivas 
que están descritas en el artículo 4% quedan excluidas auto- 
mática u objetivamente de la posibilidad de ser catalogadas 
como delitos políticos y, por lo tanto, quedan fuera de la 
extradición. Todas esas figuras que aparecen en los literales 
del numeral 2 del artículo 4% -si no estoy equivocado- son 
actos que están tipificados como delito en el Derecho Penal 
interno de nuestro país. Esto significa que en este caso no 
estamos haciendo ningún tipo de violencia. No soy especia- 
lista en Derecho Penal pero, si estoy en lo cierto, si todas las 
figuras descritas en el numeral 2 del artículo 4? se tradujeran 
en conducta, en el Uruguay estarían incriminadas. Por ello, 
nuestro país no estaría modificando su legislación penal in- 
terna para ir al encuentro de necesidades del Gobierno de 
España. Por supuesto, podría ser el caso, y sería una decisión 
de política legislativa. Bien podría suceder y habría motivos 
para ello, pero no me parece que sea el caso. Cualquiera de 
estas conductas, llevada a cabo en nuestro país, significaría la 
aplicación del Derecho Penal uruguayo. 


Por otra parte, mandé pedir el Tratado vigente del año 
1885 que, si bien es muy primitivo -tal como lo señaló el 
señor Senador Ricaldoni- en su artículo 4” tiene una redac- 
ción que lleva a incluir, si no todas, la enorme mayoría de las 
figuras que aparecen en el numeral 2 del artículo 4” que 
estamos considerando. Dicho en otros términos, no cambia tanto 
la realidad actual, vigente de acuerdo con el Tratado de 1885, si 
entra en vigor el Tratado que el Senado está analizando. 


El artículo 4” del Tratado de 1885 establece que el asest- 
nato, el homicidio o el envenenamiento del Jefe de un Go- 
bierno extranjero o de funcionarios públicos -entre los cuales, 
obviamente, se encuentra la Policía y los militares- y la tentativa 
de estos crímenes no se reputarán crímenes políticos. Está dicho 
de una manera bastante más parca, pero la materia es muy similar 
a toda la enumeración que aparece en el numeral 2 del artículo 4? 
del Tratado que está a estudio del Senado. 


Por último, no hay duda -y creo que todos lo tenemos 
muy presente- que el mundo está viviendo una nueva reali- 
dad en toda esta serie de actividades vinculadas al terrorismo 
y acciones afines. Así, existe una nueva base o figura de 
criminalidad muy extendida y problemática, frente a la cual 
los esquemas normales de seguridad y jurídicos de los países 
tienen grandes dificultades, provocándose así enormes trau- 
mas en una cantidad de naciones. Este es un hecho no coyun- 
tural; es algo que se da en el mundo moderno desde hace ya 
unos cuantos años, y todo parece indicar que continuará. En- 
tonces, no es anormal que se realicen esfuerzos para que la 
legislación progrese -quizá este término puede no ser muy 
compartido- o, mejor dicho, evolucione, acompasada a la 
realidad criminal que se vive actualmente. Por lo tanto, las 
soluciones clásicas que aparecían en muchos Tratados en esta 
materia -me refiero a la prevención contra la utilización polí- 
tica de este tipo de instrumentos- deben ceder ante el imperio 
de una realidad que rompe los ojos. 
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Sin embargo, cabe señalar que en el mundo no sólo ha 
habido una evolución negativa, hacia la criminalidad, sino 
también una evolución en la seriedad, permanencia y confia- 
bilidad de los órdenes jurídicos. Pienso que este es un tema 
que también debemos tener presente. No estamos encarando 
un Tratado teórico, con un país también teórico o con una 
nación que tenga un historial y una realidad de desorden 
jurídico e institucional o desprecio por los derechos huma- 
nos. En definitiva, no estamos ante una especie de “republi- 
queta bananera”; estamos considerando una realidad concreta, 
que es un Tratado con el Reino de España, cuyo ordenamien- 
to jurídico y trayectoria ofrecen suficientes notas de seriedad 
y credibilidad. No estamos entregando a cualquiera los as- 
pectos que rigen el Tratado en cuestión. Me parece que esto 
es algo que hay que tener presente. 


Resumiendo, quiero decir que las objeciones que fueron 
levantadas tienen, por supuesto, su fundamento, Se trata de 
temas discutibles; en nuestro caso, no llegan a convencernos 
de negar nuestro voto a la ratificación de este Tratado. Como 
todos sabemos, en este tipo de casos se debe hacer un balan- 
ce global. Aquí no caben modificaciones; simplemente, se 
trata de un sí o un no. Quizás no nos sintamos totalmente 
conformes; en definitiva, cada uno de nosotros cree siempre 
que sus criterios son los mejores. Sin embargo, analizando la 
realidad, es conveniente ratificar este Tratado, pos lo que 
daremos nuestro voto afirmativo. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis B. Pozzolo). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Ante todo, quiero decir que no 
voy a extenderme demasiado en mi exposición. 


Á mi juicio, el tema central ha sido planteado por el 
Miembro Informante y por el señor Senador Korzeniak; sin 
embargo, como miembros de la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales, hicimos un pedido de informes al Catedrático de 
Derecho Penal, doctor Gonzalo Fernández, y en las respues- 
tas que nos fueron brindadas hay, no una objeción exclusiva 
a la calificación de delito político que hace el Tratado, sino a 
unas cuantas cosas más que están, a juicio del penalista, 
erróneamente insertas en el Tratado y que traerían aparejados 
problemas en su ejecución. Por mi parte, me Jimitaré a seña- 
lar algunas. 


Ante todo, quiero aludir al hecho de que en el numeral 1 
del artículo 10 se establece la denegación facultativa para el 
caso de que el delito estuviera prescrito en la legislación del 
Estado requirente. Se trata de una novedad absoluta en mate- 
ria de Tratados, aunque no es la única, porque hay algunas 
otras que están planteadas en un informe de quince páginas 
que, a mi juicio, constituye una brillante pieza desde el punto 
de vista del análisis del mismo Tratado. 


En mi opinión, la cuestión central está planteada en el 
tema del delito político y, específicamente, en el delito de 
terrorismo, por lo que me voy a referir a ello. 
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Precisamente, hemos discutido sobre este tema con los 
compañeros del Frente Amplio, con algunos señores Senado- 
res, con Legisladores españoles, así como también con toda 
la gente que está preocupada en España por el problema del 
terrorismo. 


A este respecto, voy a hacer dos aclaraciones que me 
parecen pertinentes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Posadas Montero) 


-Este Tratado se encuentra a consideración del Senado 
desde hace un mes y dos días; concretamente, ingresó en este 
ámbito el día 8 de agosto. En el seno de la Comisión de 
Asuntos Internacionales no fue considerado en análisis de 
debate; digo esto, porque ha sido tratado con bastante rapi- 
dez. Por nuestra parte, nos comprometimos a tener una opi- 
nión en el lapso de una semana, y asf lo hicimos. La 
información solicitada al doctor Gonzalo Fernández fue re- 
partida entre los miembros de la Comisión y otros integrantes 
del Cuerpo la semana pasada. 


Tal como lo he manifestado, el tema central es el del 
terrorismo. En este caso, voy a dar una opinión personal 
acerca de lo que, a mi juicio, debe legislarse en esta materia, 


Comparto la opinión que se ha vertido en este ámbito en 
cuanto a que el tema del terrorismo y el del narcotráfico se 
han instalado como permanentes en el escenario mundial, por 
lo que es necesario legislar en la materia. Sin embargo, se 
debe legislar con prudencia y con rigor, que son dos cosas 
distintas. No nos negamos a que se legisle en lo que respecta 
al terrorismo; lo que queremos es que se lo haga en forma 
rigurosa, de modo de no dar lugar a criterios e interpretacio- 
nes expansivas cuando se tenga que abordar la ejecución de 
solicitudes de extradición. 


Digo esto porque basta haber experimentado -como lo 
hemos hecho en nuestros países de América Latina o en Es- 
paña, con el accionar de grupos terroristas- la violencia terro- 
rista, la forma desestabilizadora que tiene cuando actúa y la 
crueldad insana que asume como una de sus características 
más espectaculares. 


De modo que, repito, desde el punto de vista político no 
tengo inconveniente en legislar en materia de terrorismo; me 
parece que es necesario. Pero es menester no hacerlo al volar 
la pluma o al calor de lo que viene aconteciendo. 


Digo más, el país tiene experiencias recientes en las que, 
sin necesidad de que esta legislación -que tiene las caracterís- 
ticas que voy a describir a continuación- estuviera en vigen- 
cia, se concedieron extradiciones por presuntos delitos de 
terrorismo, algunos de los cuales fueron confirmados por la 
Justicia Penal española y otro denegado. 


¿Qué es lo que se objeta centralmente en torno a la legis- 
lación que se introduce en el Tratado? Creo que lo dice con 
mucha claridad el doctor Gonzalo Fernández, cuya opinión 
no me parcce bueno que haya sido citada parcialmente. 
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En el numeral 1 del artículo 4” se establece una frase que 
da pie a que, como se dice, “la sola alegación de un fin o 
motivo político en la comisión de un delito no lo califica 
como delito de tal carácter”. ¿Qué quiere decir esto? Que el 
intérprete se atiene exclusivamente a la materialidad del he- 
cho para calificarlo y no a la interpretación subjetiva. Esto da 
pie -y es lo que señala el doctor Gonzalo Fernández- a una 
interpretación expansiva de lo que puede ser el delito político 
y, en el caso concreto, el de terrorismo. 


Voy a leer, porque me parece que habla mejor que lo que 
yo pueda decir, la opinión del doctor Gonzalo Fernández: 
“No obstante, en el mismo inciso, se establece que la alega- 
ción de un fin o motivo político no basta para asignarle al 
hecho ese carácter. Explícitamente, queda por tanto descarta- 
do el criterio subjetivo de definición del delito político”. 


Luego, describe lo que señalaba el señor Senador Korze- 
niak en cuanto a las distintas interpretaciones que se han 
dado hasta el presente en torno al criterio objetivo y al crite- 
rio subjetivo. 


Posteriormente, establece el doctor Fernández que “el ar- 
tículo 4.1 “in fine' del Tratado va a contramarcha del derecho 
interno uruguayo”, que es algo que habría que preguntar a la 
Suprema Corte de Justicia, a los efectos de tener una opinión, 
ya no de carácter político, sino jurídico, para poder ilustrar al 
Senado que tendrá que dictaminar o pronunciarse, con cono- 
cimiento de causa, sobre quienes tienen que ejecutar el Trata- 
do. Y a continuación señala: “Sin que pueda aducirse una obje- 
ción de orden público interno, invalidante del Tratado “per se 
stante”, me limito a señalar esta flagrante contradicción.” 


“Desde luego, como aquí se trata de permitir la extradi- 
ción, la adopción del criterio objetivo (el más estricto), con- 
duce a un mayor nivel de permisividad, mientras que el ape- 
go al criterio subjetivo (el más flexible), o aún el ecléctico, 
bloquearía la extradición en infinidad de hipótesis, ya que 
bastaría el móvil o finalidad política del agente, cualquiera 
sea el hecho, para impedir la entrega.” 


“Como los Tratados, insisto, deben apreciarse con proyec- 
ción de futuro, siempre cabe el riesgo de que, en uno u otro 
país, pueda instalarse desafortunadamente un régimen de fac- 
to antidemocrático; situación que registra la historia reciente 
de ambas naciones concertantes.” 


Yo concuerdo con lo que se ha dicho en cuanto a que 
actualmente hay un estado de derecho en España y también 
en el Uruguay; pero no hace mucho tiempo no había estado 
de derecho en el Uruguay sino un terrorismo de Estado, y otro 
similar, hasta el año 1977, en España. Si bien todos pensamos 
que en el futuro va a haber órdenes políticos estables, no pode- 
mos dar garantías de que inexorablemente va a ocurrir así. 


Agrega el doctor Gonzalo Fernández: “Por lo tanto, para 
aventar riesgos de permisividad indebida, entiendo que hu- 
biera sido más oportuno optar por el criterio subjetivo, 
atemperado por el sistema de limitaciones previsto en el inci- 
so 2” de la norma. Creo, honestamente, que es la situación más 
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equidistante y de mayor objetividad histórica; razonamiento que 
me lleva a discrepar de la opción escogida en el Tratado”. 


Con esto quiero aclarar que cuando el señor Senador Ri- 
caldoni decía que el doctor Gonzalo Fernández no emitía una 
opinión, estaba equivocado. Aquí hay una opinión categórica 
rechazando la manera de estructurar el Tratado. Es más, dice 
que cree, honestamente, que hubiera sido mejor para aventar 
riesgos de permisividad indebida optar por el criterio subjeti- 
vo, atemperado por el sistema de limitaciones previsto en el 
inciso 2* de la norma; asimismo, que eso sería lo más equi- 
distante y de mayor objetividad histórica, razonamiento que 
lo llevaba a discrepar con la opción escogida aquí. De modo 
que, insisto, el doctor Gonzalo Fernández tiene una opinión 
clara y terminante: discrepa con lo establecido en el Tratado. 


SEÑOR RICALDONL - ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: creo que lo 
que estamos discutiendo aquí no es el informe del doctor 
Gonzalo Fernández, sino el Tratado de Extradición con Espa- 
ña. Pero como parece que lo entendemos distinto y que algu- 
nos Senadores lo habríamos leído con menos atención que 
otros -cosa que no es así- voy a leer lo que se dice en la 
primera página de este informe. Señala en el punto 1): “Le 
asiste razón al Poder Ejecutivo cuando afirma la necesidad 
de actualizar el derecho convencional en materia de extradi- 
ción”, etcétera. 


Por su parte, en el punto II), se expresa: “Además, el 
nuevo convenio introduce soluciones plausibles”, etcétera. Pos- 
teriormente, agrega en una parte del numeral 3: “en torno al 
instituto de la extradición en sí mismo, caben diversos enfo- 
ques”, etcétera. 


Luego, dice que el Derecho Penal Liberal es el acogido 
en forma muy mayoritaria, que el criterio subjetivo es peli- 
groso, que el criterio ecléctico tampoco soluciona el proble- 
ma y el informe se refugia -por decirlo de algún modo- en el 
hecho de que, desde su punto de vista, hoy en día predomina 
en el país un criterio subjetivo en materia de juzgamiento de 
ilícitos penales. Pero de ninguna manera expresa que va con- 
tra principios jurídicos de primera magnitud o de cuestiones 
de carácter ético político. 


Por lo tanto, no sé cuál es el sentido de citar objeciones 
puntuales en asuntos que, a mi juicio, son menores, como es 
el caso, repito, de optar por uno u otro de los diversos crite- 
rios que se han sostenido. Me refiero a que la pena es poca o 
mucha cuando se trata de una pena mínima de dos años, o 
cosas por el estilo. 


Me parece -y lo quiero señalar una vez más- que pedir a la 
Suprema Corte de Justicia que intervenga en este tema, para 
ver si está de acuerdo con el Tratado o con el doctor Gonzalo 
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Fernández, es colocarnos en una posición muy cómoda que no 
quiero tener, opinando sobre cuál es la mejor solución legisla- 
tiva. No sé a dónde vamos con esto porque, en definitiva, el 
tema es que este Tratado es del mismo tipo que los que han 
firmado todos los países que tienen un sistema jurídico serio y 
que practican efectivamente la democracia, 


Además, para las hipótesis planteadas -que no creo que 
sean anuncios del señor Senador Gargano- de que hubiera un 
quiebre democrático en España O en el Uruguay, entiendo 
que con tratados o sin ellos, el riesgo de que un delito político 
no sea considerado como tal y, por lo tanto, susceptible de 
extradición, es prácticamente de ciencia ficción. En este sentido, 
las dictaduras son las dictaduras y los tratados no tienen peso. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Puede continuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Confieso que no entendí la contes- 
tación del señor Senador Ricaldoni, pero estimo que debe ser 
por mi incapacidad para interpretar sus objeciones. 


Me afirmo en las opiniones del doctor Gonzalo Fernán- 
dez, que creo válidas, y trato de explicarlas en el desarrollo 
de mi intervención. Desde mi punto de vista, resulta impres- 
cindible actualizar la legislación en materia de tratados, so- 
bre todo en lo relativo a la extradición de delitos de terroris- 
mo y de narcotráfico. Insisto en que comparto la opinión de 
que no son elementos coyunturales, aunque sí creo que no se 
puede legislar al vuelo, con la rapidez fulgurante de querer 
sancionar una norma en diez días. Pienso que si es necesario 
tomarse seis meses, como no se trata de un problema de 
carácter coyuntural, debemos hacerlo. Además, hay que dar 
marcos muy precisos al intérprete para que pueda ejecutar el 
Tratado con absoluta certeza, a los efectos de que no pueda 
ser permisivo ni restrictivo, sino que tenga perfectamente 
delimitados los parámetros mediante los cuales tiene que juz- 
gar el hecho concreto. 


En el literal C) del artículo 4? se enumeran delitos clara- 
mente tipificados como terroristas. Debo decir que comparto 
la inmensa mayoría de estas disposiciones, a pesar de que no 
estoy de acuerdo con el criterio interpretativo general, que 
apela a lo objetivo y no tiene en cuenta en absoluto lo subje- 
tivo. Con este temperamento posiblemente el intérprete mu- 
chas veces dé al Tratado un carácter expansivo que vulnere 
los derechos humanos y que se “rife” -digámoslo así- la reali- 
dad concreta del sujeto que perpetra un delito, para llevarlo a 
la categoría de delito no político. Considero que aquí está la 
médula del Tratado, puesto que todo lo demás son errores de 
carácter técnico que han sido explicitados en el informe del 
doctor Gonzalo Fernández. Estos constituyen un indicio de 
que este trabajo no fue hecho con el rigor, la prudencia y el 
tiempo necesarios, ya que de otra manera muchas de las 
observaciones que aquí se formulan no tendrían objeto y la 
mayoría de esos errores no se habrían cometido. 


Naturalmente, si no se nos concede la posibilidad de rea- 
lizar una consulta a la Suprema Corte de Justicia para saber 
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su Opinión, no vamos a acompañar este Tratado en el día de 
hoy. Si se trata de aprobarlo rápidamente, de votar lo que sea 
y de cualquier manera, no estamos dispuestos a ello, aunque 
reconocemos la necesidad de legislar en esta materia y expe- 
rimentamos en carne propia lo que son los delitos de terroris- 
mo, tanto en España como aquí. Me refiero tanto a aquellos 
cometidos por los Estados como a los perpetrados por las 
organizaciones terroristas actuales. 


En síntesis, estamos dispuestos a legislar, pero con la 
prudencia y el rigor que se debe tener en estos asuntos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI. - Antes que nada, voy a hacer una 
aclaración. Hemos votado el pedido que hiciera la coalición 
del Frente Amplio a los efectos de que la Comisión recibiera 
a la Suprema Corte de Justicia, porque nos parece que todas 
las opiniones pueden contribuir a iluminar a todos los inte- 
grantes de este Cuerpo acerca del Tratado que se va a votar. 


En segundo término, aclaro que, independientemente de 
que el Senado no habilite esa instancia, estamos en condicio- 
nes de votarlo. Por supuesto, se trata de un solo artículo y no 
todas las disposiciones nos convencen. En realidad, estamos de 
acuerdo con una idea general, con el esqueleto del proyecto, 
aunque puede haber alguna objeción, puesto que si uno lo hubie- 
ra redactado, de pronto lo hubiera hecho de forma diferente. 


Quiero dejar en claro que algunos de los cuestionamientos 
que se han hecho con respecto al Tratado son los que me hacen 
votarlo. Quiero desechar de una vez por todas la concepción, 
no sólo en el Uruguay sino en todo el mundo, de que una 
forma de hacer política es ejercer la violencia y atentar contra 
la vida de los otros como forma de dirimir los conflictos entre 
las personas. Pensando de esta forma, si no estoy de acuerdo y 
no acepto vivir en tolerancia, atento contra la vida de los 
demás. Me parece que la civilización tiende a dirigirse por el 
camino contrario, por el de encontrar mecanismos de toleran- 
cia, de libertad y de sancionar con rigor la violencia y los 
atentados contra la vida, como forma de dirimir los conflictos 
que pueden tener las sociedades democráticas. 


No tengo duda de que cuando se atenta contra la vida se 
debe terminar con ta impunidad. ¿O no es eso lo que quere- 
mos? ¿O no luchamos en forma permanente por la defensa de 
tos derechos humanos? Debemos hacerlo en el caso de cual- 
quier atentado, ¿o acaso vale más la vida de un ciudadano 
que la de otro? ¿Vale más la vida de un uruguayo que la de 
un español? ¿Existen diferencias entre matar con un revólver 
o con una bomba que está en una góndola de un supermerca- 
do? De esto no tengo dudas. Esto es lo que hay que atacar, o 
sea, la política hecha a través de la violencia, de la intención 
de eliminar al contrario. Pienso que este Tratado va en ese 
camino. Lógicamente, si lo hubiéramos elaborado, lo habría- 
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mos redactado de otra manera, pero debo decir que ofrece 
garantías y refuerza lo que queremos preservar. 


Por otra parte, estimo que este Tratado es un voto contra el 
terrorismo; no podemos seguir cerrando los ojos ante lo que 
está sucediendo en España. No sería justo que el Uruguay se 
convirtiera en una tierra de amparo para quienes dirimen sus 
conflictos con bombas. No es lo que queremos para nuestro 
país. ¿Por qué condenamos cuando se atenta contra la vida de 
una persona indefensa y lo toleramos cuando ocurre quizás con 
otro signo ideológico? ¿Cómo lo vamos a tolerar? Tenemos 
que actuar con la mayor rigidez y firmeza. 


Como dije, creo que el Tratado contiene una serie de 
garantías, entre ellas, por ejemplo, no aceptar la extradición 
de una persona en el caso de que por el delito del que se le 
acusa tuviera como condena la pena de muerte. Ahí también 
estamos salvaguardando un valor fundamental como es la 
vida; es un valor sustancial que hay que defender en forma 
permanente. Ni siquiera los Estados tienen derecho de elimi- 
nar a una persona. Así como no lo tienen los terroristas, 
tampoco lo tienen los gobiernos, a pesar de que a veces lo 
hacen supuestamente en forma legal. No tenía el derecho de 
hacerlo el Gobierno de Franco como dictadura, tampoco el 
de algunos Estados de los Estados Unidos, ni tampoco lo 
tiene el Gobierno cubano. La vida es fundamental y, por lo 
tanto, hay que defenderla. Entonces, los Estados no se pue- 
den arrogar el derecho de matar a alguien. 


¡Vaya si se creen omnipotentes los Estados que piensan 
que pueden eliminar la vida de las personas! 


Por último, señor Presidente, y para que quede claro, exis- 
te la hipótesis de que se pueda violentar el Estado de Dere- 
cho, en este caso de España, hecho que no descarto pueda 
ocurrir dentro de 10, 20 ó 30 años -ya que nadie sabe lo que 
puede pasar- porque en el mundo todo es posible. ¡Miren 
cuánto duró este Tratado y cuántas cosas han pasado en el 
mundo! ¿Qué van a hacer los uruguayos en esas circunstancias? 
Lo que han hecho siempre, es decir, actuar en defensa de la 
libertad y de la democracia. Si hay que denunciar el Tratado, lo 
haremos, y no veo cuál sería el problema. ¿Nosotros o nuestros 
hijos, en esas circunstancias, actuaremos con debilidad? 


¡Vaya si hay una tradición en el Uruguay, señor Presiden- 
te, en defensa de lo que fue la libertad en España! ¡Vaya si 
hay una tradición en este sentido, incluso en lo que fue la 
defensa de nuestro propio sistema democrático y de nuestra 
libertad, año tras año, con el fin de recuperar aquello que 
habíamos perdido! Entonces, ante una situación hipotética de 
futuro, vamos a actuar con mucha tranquilidad. Cuando un 
Gobierno extranjero que haya firmado un Tratado con nues- 
tro país -no me refiero únicamente a éste- viole el sistema 
democrático, actuaremos en consecuencia y diremos lo que 
tenemos que decir. Sí es necesario denunciaremos los Trata- 
dos porque vamos a preservar, por sobre todas las cosas, las 
garantías del debido proceso. Lo haremos siempre comba- 
tiendo la impunidad de aquellos que atentan contra la vida, 
resguardados en una cuestión de Estado o política, eliminan- 
do al contrario y asumiéndose como todopoderosos. 
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Crco que las cosas son claras, señor Presidente. Pienso 
que los valores son fundamentales y en toda circunstancia 
vamos a alzar nuestra voz para defenderlos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Se va a votar en general la ratificación del Tratado. 


(Se vota:) 

“-t9 en 27. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Tratado de 
Extradición entre la República Oriental del Uruguay y 
el Reino de España, suscrito en Madrid, Reino de Es- 
paña, el 28 de febrero de 1996.” 


-En consideración. 

St no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19 en 27. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a 
la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: creo que el 
Senado ha omitido o ha dejado de lado la oportunidad de 
hacer un reconocimiento técnico a través de una consulta al 
Poder Judicial. Dicho Poder se merece ese reconocimiento 
técnico para que de verdad pueda funcionar -no solamente 
con esto, pero sí como una señal- con el carácter de Poder de 
Gobierno, que es el que tiene en el régimen constitucional 
uruguayo, donde se supone que existe un equilibrio entre los 
tres Poderes. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Señor Presidente: solicita- 
mos un cuarto intermedio de 15 minutos para realizar una 
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reunión de coordinadores de bancada a los efectos de plan- 
tear un astunto que tiene que ver con el trabajo del Cuerpo. 


Creo que el señor Senador Couriel tiene un agregado para 
hacer a esta propuesta. 


SEÑOR COURIJEL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: el señor Senador 
Hierro López está pidiendo una reunión de coordinadores, 
que nosotros aceptamos con mucho gusto; pero previamente 
necesitamos realizar una breve reunión de bancada para po- 
der asistir a la de coordinadores. De manera que solicitamos 
que el cuarto intermedio se extienda 15 minutos más. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Ignacio Posadas Montero). - 
En consecuencia, se va a votar si se pasa a cuarto intermedio 
por treinta minutos, teniendo en cuenta las mociones formu- 
ladas. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El Senado pasa a cuarto intermedio por treinta minutos, 
(Así se hace. Es la hora 18 y 35 minutos) 
12) SE LEVANTA LA SESION 
(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo número para con- 
tinuar sesionando, queda levantada la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 12 minutos, presidiendo el 
doctor Hugo Batalla y estando presentes los señores Senado- 
res Caviglia, De Posadas, Fernández Faingold, Garat, Pe- 
reyra, Posadas Montero, Pozzolo y Ricaldoni). 
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